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PROYECTO DE LEY NÚMERO 164 DE 2010 
SENADO

por medio de la cual se reforma el Código Penal, 
el Código de Procedimiento Penal, el Código de In-
fancia y Adolescencia, las reglas sobre Extinción de 
Dominio y se dictan otras disposiciones en materia 

de seguridad.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I 

Medidas Penales para Garantizar la Seguridad 
Ciudadana

Artículo 1°. Vigilancia de la Detención Domici-
liaria. El inciso 2° del artículo 38 de la Ley 599 de 
2000 quedará así: 

El control sobre esta medida sustitutiva será ejer-
cido por el juez o tribunal que conozca del asunto o 
vigile la ejecución de la sentencia, con apoyo del Ins-
tituto Nacional Penitenciario y Carcelario y de la Po-
licía Nacional, organismos que adoptarán mecanis-
mos de vigilancia electrónica o de visitas periódicas 
���������	�
����	�����
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�����������������������
el cumplimiento de la pena, de lo cual informará al 
despacho judicial respectivo.

Artículo 2°. Sistema de Información sobre la Pri-
sión Domiciliaria. El artículo 38 de la Ley 599 de 
2000 tendrá un parágrafo, el cual quedará así:

Parágrafo. El Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario, suministrará la información de las perso-
nas cobijadas con esta medida a la Policía Nacional, 
mediante el sistema de información que se acuerde 
entre estas entidades, dentro de los seis meses si-
guientes a la expedición de esta ley.

Artículo 3°. Sistema de Información sobre la Vi-
gilancia Electrónica. El inciso tercero del parágrafo 
del artículo 38 A de la Ley 599 de 2000 quedará así:

El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, 
suministrará la información de las personas cobija-
das con esta medida a la Policía Nacional, mediante 

el sistema de información que se acuerde entre estas 
entidades, dentro de los seis meses siguientes a la 
expedición de esta ley.

Artículo 4°. Registro Nacional de Órdenes de 
Captura. La Policía Nacional tendrá a su cargo la 
organización y administración de un registro en el 
cual deberán inscribirse todas las órdenes de captura 
proferidas en el territorio nacional y que deberá es-
tar disponible para las autoridades que ejerzan fun-
ciones de policía judicial y la Fiscalía General de la 
Nación.

Artículo 5°. Registro Nacional de Salvoconduc-
tos. La Policía Nacional tendrá a su cargo la orga-
nización y administración de un registro en el cual 
deberán inscribirse todos los salvoconductos para 
portar armas de fuego emitidos en el territorio nacio-
nal y que deberá estar disponible para las autoridades 
que ejerzan funciones de policía judicial y la Fiscalía 
General de la Nación.

Artículo 6°. �������	
��
���
�	
��	�	. La Ley 
599 de 2000 tendrá un artículo 188C, el cual quedará 
así:

������� 	
� �
���
� 	
� �	�	. El que ofrezca, 
entregue, acepte, reciba o realice cualquier acto o 
transacción en virtud de la cual un menor de edad 
sea vendido por precio en efectivo o cualquier otra 
retribución a una persona o grupo de personas, incu-
rrirá en prisión de quince (15) a treinta (30) años y 
una multa de mil (1.000) a dos mil (2.000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes.

El consentimiento dado por la víctima no cons-
tituirá causal de exoneración de la responsabilidad 
penal.

La pena descrita en el primer inciso se aumentará 
de una tercera parte a la mitad, cuando:

1. Cuando la víctima resulte afectada  física  o 
síquicamente, o con inmadurez mental, o trastorno 
mental, en forma temporal o permanente.  
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2. El responsable sea pariente hasta el tercer gra-
	�	���
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���
�	�	������
	�	����
�	�	��������-
ro civil del menor.

3. El autor o partícipe sea un funcionario que 
preste servicios de salud o, profesionales de la salud.

4. El autor o partícipe sea servidor público.
Artículo 7°. Utilización Ilícita de Equipos Trans-

misores o Receptores. El artículo 197 de la Ley 599 
de 2000 quedará así:

Artículo 197. Utilización ilícita de equipos trans-
misores o receptores. ���������������
�����
��
���
ilícitos posea o haga uso de aparatos de radiofonía o 
televisión, o de cualquier medio electrónico diseña-
do o adaptado para emitir o recibir señales, incurri-
rá, por esta sola conducta, en prisión de cuatro (4) a 
ocho (8) años. 

La pena se duplicará cuando la conducta descrita 
�
�����
�����
������������������
��
��������������

Artículo 8°. Usurpación Fraudulenta de Inmue-
bles. El artículo 261 de la ley 599 de 2000 tendrá un 
segundo inciso que quedará así:

Si con el mismo propósito se realizan maniobras 
fraudulentas o ilegales ante la autoridad notarial o 
ante el registro de instrumentos públicos, la pena 
será de prisión de cuatro a diez años.

Artículo 9°. Agravación de la Explotación Ilícita 
	
�������
�������
�������������
����
. El artículo 
338 de la Ley 599 de 2000 tendrá un segundo inciso, 
el cual quedará así:

La pena se duplicará si se pone en peligro la vida, 
la integridad física de las personas o cause daños a 
los recursos naturales o al medio ambiente.

Artículo 10. Empleo o Lanzamiento de Objetos 
Especialmente Peligrosos. El artículo 359 de la Ley 
599 de 2000 tendrá un tercer inciso, el cual quedará 
así:

La pena se aumentará de una tercera parte a la 
mitad cuando el objeto lanzado corresponda a arte-
factos explosivos improvisados, elementos incendia-
rios, sustancias químicas o elementos contundentes 
que pongan en riesgo la vida, la integridad personal 
o los bienes.

Artículo 11. ��������������������������
�	
��-
tupefacientes. El artículo 376 de la ley 599 de 2000 
quedará así:

Artículo 376. �������� ������������ �� ����
� 	
�
estupefacientes. El que sin permiso de autoridad 
competente, introduzca al país, así sea en tránsito 
o saque de él, transporte, lleve consigo, almacene, 
�
�����������������
	������������	���������
�
����
o suministre a cualquier título droga que produzca 
dependencia, incurrirá en prisión de ciento veintio-
cho (128) a trescientos sesenta (360) meses y multa 
de mil trescientos treinta y tres punto treinta y tres 
(1.333.33) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 

Si la cantidad de droga no excede de mil (1.000) 
gramos de marihuana, doscientos (200) gramos de 
hachís, cien (100) gramos de cocaína o de sustancia 
estupefaciente a base de cocaína o veinte (20) gra-
mos de derivados de la amapola, doscientos (200) 
gramos de metacualona o droga sintética, la pena 
será de sesenta y cuatro (64) a ciento ocho (108) me-

ses de prisión y multa de dos punto sesenta y seis 
(2.66) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos le-
gales mensuales vigentes.

Si la cantidad de droga excede los límites máxi-
mos previstos en el inciso anterior sin pasar de diez 
mil (10.000) gramos de marihuana, tres mil (3.000) 
gramos de hachís, dos mil (2.000) gramos de cocaí-
na o de sustancia estupefaciente a base de cocaína 
o sesenta (60) gramos de derivados de la amapola, 
cuatro mil (4.000) gramos de metacualona o droga 
sintética, la pena será de noventa y seis (96) a ciento 
cuarenta y cuatro (144) meses de prisión y multa de 
ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a mil 
quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensua-
les vigentes.

Artículo 12. �������	
���������������
������
-
samiento de Drogas. El artículo 382 de la ley 599 de 
2000 quedará así:

Artículo 382. �������	
��������������
�����-
cesamiento de drogas. El que ilegalmente introduzca 
al país, así sea en tránsito, o saque de él, transporte, 
tenga en su poder  elementos tales como, éter etí-
lico, acetona, amoniaco, permanganato de potasio, 
carbonato liviano, ácido sulfúrico, ácido clorhídri-
co, diluyentes, disolventes, efedrina, seudoefedrina 
u otros precursores que según concepto previo del 
Consejo Nacional de Estupefacientes se utilicen para 
el procesamiento de cocaína, heroína, drogas de ori-
gen sintético y/o demás drogas ilícitas, incurrirá en 
prisión de 96 a 180 meses y multa de  3.000 a 50.000 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.  

Artículo 13. Simulación de Investidura o Cargo. 
El artículo 426 de la Ley 599 de 2000 quedará así:

Artículo 426. Simulación de investidura o car-
go. El que únicamente simulare investidura o cargo 
���������
�����������
���������������������������
-
currirá en prisión de dos (2)  a cuatro (4) años y en 
multa. 

Artículo 14. Usurpación y Abuso de Funciones 
Públicas con Fines Terroristas. El artículo 427 de la 
ley 599 de 2000 quedará así:

Artículo 427. Usurpación y abuso de funciones 
�������� ���� ��
� �
�������! Las penas señaladas 
en los anteriores artículos serán de cuatro (4) a ocho 
�����!�����
	�����
	�����������������
��
�����-
rroristas.

Artículo 15. �
�����������	
�"����#�����
! El 
artículo 430 de la Ley 599 de 2000 quedará así:

Artículo 430. �
�����������	
������������
! El 
que simulando autoridad o invocando falsa orden de 
la misma o valiéndose de cualquier otra maniobra 
engañosa, trate de impedir o perturbar la reunión o 
el ejercicio de las funciones de las corporaciones 
o autoridades legislativas, jurisdiccionales o admi-
nistrativas, o de cualquier otra autoridad pública, o 
�����
	�� �
"�����
�����	�����
����	���������
����
incurrirá en prisión de dos a cuatro años y en multa.

El que realice la conducta anterior por medio de 
violencia incurrirá en prisión de cuarenta y cuatro (4) 
a ocho (8) años. 

Artículo 16. Falsa Denuncia. El artículo 435 de la 
ley 599 de 2000 quedará así:

Artículo 435. Falsa Denuncia. El que denuncie 
ante la autoridad una conducta típica que no se ha co-
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metido, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a treinta 
y seis (36) meses y multa de dos punto sesenta y seis 
(2.66) a quince (15) salarios mínimos legales men-
suales vigentes. 

En la misma pena incurrirá, el que por cualquier 
medio active los mecanismos de búsqueda urgente 
de personas o sin motivo genere la movilización de 
los organismos y entidades de emergencia, socorro o 
de Policía. 

Artículo 17. Falsa denuncia contra persona de-
terminada. El artículo 436 de la ley 599 de 2000 que-
dará así:

Artículo 436. Falsa denuncia contra persona 
determinada. El que denuncie a una persona como 
autor o partícipe de una conducta típica que no ha 
cometido o en cuya comisión no ha tomado parte, 
incurrirá en prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento 
cuarenta y cuatro (144) meses y multa de dos punto 
sesenta y seis (2.66) a treinta (30) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

Artículo 18. Favorecimiento de la Fuga. El artí-
culo 449 de la Ley 599 de 2000 quedará así: 

Artículo 449. Favorecimiento de la fuga. El ser-
vidor público encargado de la vigilancia, custodia o 
conducción de un detenido, capturado o condenado 
que procure o facilite su fuga, incurrirá en prisión de 
ochenta (80) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses, 
e inhabilitación para el ejercicio de derechos y fun-
ciones públicas hasta por el mismo término. 

La pena se aumentará hasta en una tercera parte 
cuando el detenido, capturado o condenado estuviere 
privado de su libertad por los delitos de genocidio, 
homicidio, desplazamiento forzado, tortura, desapa-
rición forzada, secuestro, secuestro extorsivo, ex-
torsión, terrorismo, concierto para delinquir, narco-
��#�����
����������
����$���������	�	�����������
cualquiera de las conductas contempladas en el título 
II de este Libro.

Artículo 19. Conformación y colaboración con 
organizaciones criminales.  La Ley 599 de 2000 ten-
drá un artículo 341A, el cual quedará así:

“Artículo 341A. Pertenencia a grupos de delin-
cuencia organizada.  El que pertenezca, conforme, 
integre, fomente, dirija, encabece, contrate o haga 
parte de un grupo de delincuencia organizada, será 
penado por ese solo hecho, con prisión de nueve (9) 
�����
����%&���!����
	���
	��
����
���	������
�-
guración de otras conductas punibles.

Parágrafo. Para efectos de la presente norma se 
entiende por grupos de delincuencia organizada un 
grupo armado organizado al margen de la ley de con-
formidad con la ley 418 de 1997, las bandas y redes 
criminales de conformidad con el decreto 2374 de 
'*%*������������������������	���������
������
de personas que mediante la utilización de armas de 
fuego de defensa personal, armas de fuego, municio-
nes o explosivos de uso privativo de la Fuerza Públi-
ca cometan los delitos de competencia de los jueces 
penales del circuito especializados establecidos en el 
artículo 35 de la Ley 906 de 2004, así como los de-
litos señalados en los artículos 244 y 376 de la Ley 
599 de 2000.

Artículo 20. El artículo 365 de la Ley 599 de 2000 
quedará así:

Artículo 365. ��������������������������
�	
���-
mas de fuego o municiones. El que sin permiso de 

�����	�	� ������
��� �������� ��������� ����������
transporte, almacene, distribuya, venda, suministre, 
repare, porte o tenga en un lugar armas de fuego de 
defensa personal, sus partes, accesorios, municiones 
o explosivos, incurrirá en prisión de nueve (9) a doce 
(12) años. 

En la misma pena incurrirá cuando se trate de ar-
mas de fuego de fabricación artesanal.

La pena anteriormente dispuesta se duplicará 
cuando la conducta se cometa en las siguientes cir-
cunstancias:

1. Utilizando medios motorizados.
2. Cuando el arma provenga de un delito.
3. Cuando se oponga resistencia en forma violen-

ta a los requerimientos de las autoridades, y
4. Cuando se empleen máscaras o elementos si-

milares que sirvan para ocultar la identidad o la di-
������
�

5. Obrar en coparticipación criminal.
6. Cuando las armas o municiones hayan sido 

�	����	��� �
� ���� ��������$������� 	�� ���������+
� ��
origen, que aumenten su letalidad.

7. Cuando el autor pertenezca o haga parte de un 
grupo de delincuencia organizado.

Artículo 21. El artículo 366 de la Ley 599 de 2000 
quedará así:

Artículo 366. ��������������������������
�	
���-
mas y municiones de uso privativo de las fuerzas ar-
madas. El que sin permiso de autoridad competente 
�������� ��������� ���������� �������� ������
��� �
-
serve, adquiera, suministre, porte o tenga en un lugar 
armas o sus partes, accesorios, municiones de uso 
privativo de las fuerzas armadas, incurrirá en prisión 
de once (11) a quince (15) años.

La pena anteriormente dispuesta se duplicará 
cuando concurran las circunstancias determinadas 
en el inciso 2 del artículo anterior.

Artículo 22. Enajenación ilegal de medicamen-
tos. La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 374A, el 
cual quedará  así:

Artículo 374A. Enajenación ilegal de medica-
mentos. El que con el objeto de obtener un provecho 
para sí o para un tercero, enajene un medicamento 
que le haya sido entregado para su atención por el 
Sistema General de Seguridad Social en Salud, incu-
rrirá en prisión de veinticuatro (24) a cuarenta y ocho 
(48) meses y multa de cincuenta (50) a doscientos 
(200) salarios mínimos legales.

Artículo 23. Derogatoria. Derógase el artículo 
377B de la Ley 599 de 2000.

CAPÍTULO II
Medidas de Procedimiento Penal  

para Garantizar la Seguridad Ciudadana
Artículo 24. Competencia de los Jueces Penales 

del Circuito Especializado. El numeral 23 del artícu-
lo 35 del Código de Procedimiento Penal Ley 906 de 
2004 quedará así:

De los delitos señalados en los artículos 365 y 
366 del Código Penal.

Artículo 25. De La Función de Control de Garan-
tías. El artículo 39 de la ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 39. De la función de control de garan-
tías. La función de control de garantías será ejercida 
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por cualquier juez penal municipal, de acuerdo a tur-
nos de disponibilidad y circuito judicial  previamente 
establecidos. 

El juez que ejerza el control de garantías quedará 
impedido para conocer del mismo caso en su fondo. 

Si después de ejercido el control judicial de la 
��������������������������������+
���������������-
ción de medida de aseguramiento o realiza cualquier 
otra solicitud dentro del mismo asunto, se aplicará la 
misma regla del inciso anterior.

Cuando el acto sobre el cual deba ejercerse la fun-
ción de control de garantías corresponda a un asun-
to que por competencia esté asignado a juez penal 
municipal, o concurra causal de impedimento y sólo 
exista un funcionario de dicha especialidad en el res-
pectivo municipio, la función de control de garantías 
deberá ejercerla otro juez municipal del mismo lugar 
sin importar su especialidad o, a falta de este, el del 
municipio más próximo.

Parágrafo 1º. En los casos que conozca la Corte 
Suprema de Justicia, la función de juez de control de 
garantías será ejercida por un magistrado de la sala 
penal del Tribunal Superior de Bogotá.

Parágrafo 2º. Cuando el lugar donde se cometió 
el hecho pertenezca a un circuito en el que haya cua-
tro o más jueces municipales, un número determina-
do y proporcional de jueces ejercerán exclusivamen-
te la función de control de garantías, de acuerdo con 
la distribución y organización dispuesta por la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatu-
ra o de los respectivos Consejos Seccionales de la 
Judicatura, previo estudio de los factores que para el 
asunto se deban tener en cuenta.

Parágrafo 3º. Habrá jueces de garantías ambu-
lantes que actúen en los sitios donde sólo existe un 
juez municipal o cuando se trate de un lugar en el 
�������������	�	����������������
�����
��
�������	��-
culte por razones de transporte, distancia, fuerza ma-
yor u otras análogas”.

Artículo 26. Duración de los Procedimientos. El 
artículo 175 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 175. Duración de los procedimientos. El 
término de que dispone la Fiscalía para formular la 
acusación, solicitar la preclusión o aplicar el princi-
pio de oportunidad no podrá exceder de sesenta (60) 
días contados desde el día siguiente a la formulación 
de la imputación, salvo lo previsto en el artículo 294 
de este código.

El término será de noventa (90) días cuando se 
presente concurso de delitos, o cuando sean tres o 
más los imputados o cuando se trate del delito  de 
conformación y pertenencia a bandas criminales y 
delitos conexos.

La audiencia preparatoria deberá realizarse por 
el juez de conocimiento a más tardar dentro de los 
treinta (30) días siguientes a la audiencia de formu-
lación de acusación.

La audiencia del juicio oral tendrá lugar dentro de 
los treinta (30) días siguientes a la conclusión de la 
audiencia preparatoria.

Parágrafo. La Fiscalía tendrá un término máxi-
mo de un año contado a partir de la recepción de la 
noticia criminis para formular imputación u ordenar 
motivadamente el archivo de la indagación. Este tér-
mino máximo será de 18 meses cuando se presente 
concurso de delitos, o cuando sean tres o más los 

imputados o cuando el juzgamiento de alguno de los 
delitos sea de competencia de los jueces penales del 
circuito especializado.

De no hacerlo, perderá competencia para seguir 
actuando de lo cual informará inmediatamente a su 
respectivo superior. El vencimiento de este término 
será causal de mala conducta. El superior dará aviso 
inmediato a la autoridad penal y disciplinaria com-
petente. El Fiscal General o su delegado suspenderán 
la indagación si transcurridos ciento ochenta (180) 
días no se ha podido determinar la identidad del in-
diciado.

Artículo 27. Reglas Particulares para el Diligen-
ciamiento de la Orden de Registro y Allanamiento. 
El artículo 225 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 225. Reglas particulares para el dili-
genciamiento de la orden de registro y allanamiento.  
Durante la diligencia de registro y allanamiento la 
policía judicial deberá:

1. El registro se adelantará exclusivamente en los 
lugares autorizados y, en el evento de encontrar nue-
vas evidencias de la comisión de los delitos inves-
tigados, podrá extenderse a otros lugares, incluidos 
����������	�
��
���	�������
������������
���	��"�-
grancia.

2. Se garantizará la menor restricción posible de 
los derechos de las personas afectadas con el regis-
tro y allanamiento, por lo que los bienes incautados 
se limitarán a los señalados en la orden, salvo que 
��	��
������
���
�����	��"����
�����������������
�
elementos materiales probatorios y evidencia física 
relacionados con otro delito.

3. Se levantará un acta que resuma la diligencia 
en la que se hará indicación expresa de los lugares 
registrados, de los objetos ocupados o incautados y 
de las personas capturadas. Además, se deberá seña-
lar si hubo oposición por parte de los afectados y, en 
el evento de existir medidas preventivas policivas, se 
hará mención detallada de la naturaleza de la reac-
ción y las consecuencias de ella.

4. El acta será leída a las personas que aleguen 
haber sido afectadas por el registro y allanamiento 
�����������������#���������
�������#
�	�������	��
�
su contenido. En caso de existir discrepancias con lo 
anotado, deberán dejarse todas las precisiones soli-
citadas por los interesados y, si después de esto, se 

�����
���������������
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����	���������$��;�	������
responsable del operativo, bajo juramento, dejará ex-
presa constancia de ello.

Artículo 28. Excepciones al Requisito de la Or-
den Escrita de la Fiscalía General de la Nación para 
Proceder al Registro y Allanamiento. El artículo 230 
de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 230. Excepciones al requisito de la or-
den escrita de la Fiscalía General de la Nación para 
proceder al registro y allanamiento. Excepcional-
mente podrá omitirse la obtención de la orden es-
crita de la Fiscalía General de la Nación para que la 
Policía Judicial pueda adelantar un registro y allana-
miento, cuando:

1. Medie consentimiento expreso del propietario 
o simple tenedor del bien objeto del registro, o de 
quien tenga interés por ser afectado durante el pro-
cedimiento. En esta eventualidad, no se considerará 
���������
���������������
����	���;���
������
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parte del interesado, sino que deberá acreditarse la li-
bertad del afectado al manifestar la autorización para 
el registro.

�
��	��������������$��	����#�����������
����
posterior de legalidad esta diligencia.  

2. No exista una expectativa razonable de intimi-
	�	����� ;������������ ���������	�� ����	�
���
������
eventualidad, se considera que no existe dicha ex-
pectativa cuando el objeto se encuentra en campo 
abierto, a plena vista, o cuando se encuentra aban-
donado.

3. Se trate de situaciones de emergencia tales 
como incendio, explosión, inundación u otra clase 
de estragos que pongan en peligro la vida o la pro-
piedad.

Parágrafo. Se considera también aplicable la ex-
cepción a la expectativa razonable de intimidad pre-
vista en el numeral 2, cuando el objeto se encuentre a 
plena vista merced al auxilio de medios técnicos que 
permitan visualizarlo más allá del alcance normal de 
los sentidos.

Artículo 29. Interceptación de comunicaciones 
telefónicas y similares. El artículo 235 de la Ley 906 
de 2004 quedará así:

Artículo 235. Interceptación de comunicaciones 
telefónicas y similares������������	�#��	�
�����
�
el objeto de buscar elementos materiales probatorios, 
evidencia física, búsqueda y ubicación de imputados 
o indiciados que se intercepten mediante grabación 
magnetofónica o similares las comunicaciones tele-
fónicas, radiotelefónicas y similares que utilicen el 
espectro electromagnético, cuya información tengan 
�
���<�����������
���	������������+
���
��������
��	��
las entidades encargadas de la operación técnica de 
la respectiva interceptación tienen la obligación de 
������������
��	������
���	����<��	�����
�������+
�
de la orden.

En todo caso, deberá fundamentarse por escrito. 
Las personas que participen en estas diligencias se 
obligan a guardar la debida reserva.  

Por ningún motivo se podrán interceptar las co-
municaciones del defensor.

La orden tendrá una vigencia máxima de seis (6) 
meses, pero podrá prorrogarse hasta por otro tanto 
������;�����	������������������
������������
	�	��
que la originaron.

Artículo 30. Recuperación de información dejada 
al navegar por Internet u otros medios tecnológicos 
que produzcan efectos equivalentes.  El artículo 236 
de la ley 906 quedará así:

Artículo 236. Recuperación de información de-
jada al navegar por Internet u otros medios tecno-
lógicos que produzcan efectos equivalentes�����������
�
�����	� 	�� ��� � �
���������+
�� ���
	� �
����� ����
el indiciado o imputado está transmitiendo informa-
ción o manipulando datos informáticos, ordenará a la 
policía judicial la retención, aprehensión o recupera-
ción de la información producto de la transmisión de 
datos, correos electrónicos o cualquier información 
de comunicación vía web, computador, computado-
res o servidores que pueda haber utilizado, disque-
tes, y demás medios de almacenamiento físico, elec-
trónico o digital, para que expertos en informática 
forense, descubran, recojan, analicen y custodien la 
�
������+
�������������
=����
�������
�����
�	��

obtener elementos materiales probatorios y eviden-
cia física o realizar la captura del indiciado, imputa-
do o condenado.

En estos casos serán aplicables analógicamente, 
según la naturaleza de este acto, los criterios estable-
cidos para los registros y allanamientos.

La aprehensión de que trata este artículo se limi-
tará exclusivamente al tiempo necesario para la cap-
tura de la información en él contenida. Inmediata-
mente se devolverán los equipos incautados.

Artículo 31. Vigilancia y Seguimiento de Personas. 
El artículo 239 de la ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 239. Vigilancia y Seguimiento de Perso-
nas. Sin perjuicio de los procedimientos preventivos 
que adelanta la fuerza pública, en cumplimiento de 
��� 	����� �
�������
���� ��� ������ ���� �������� ���-
vos razonablemente fundados, de acuerdo con los 
medios cognoscitivos previstos en este código, para 
inferir que el indiciado o el imputado pudiere condu-
cirlo a conseguir información útil para la investiga-
ción que se adelanta, podrá disponer que se someta 
a seguimiento pasivo, por tiempo determinado, por 
parte de la Policía Judicial. Si en el lapso de un (1) 
año no se obtuviere resultado alguno, se cancelará 
la orden de vigilancia, sin perjuicio de que vuelva a 
expedirse, si surgieren nuevos motivos.

En la ejecución de la vigilancia, se empleará cual-
quier medio que la técnica aconseje. En consecuen-
���������	�#
������������$������������	�������
�
general, realizar todas las actividades relacionadas 
�����������
������	����
������+
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	���	�������� ���������������$�������
las personas que lo frecuentan, los lugares adonde 
asiste y aspectos similares, cuidando de no afectar la 
expectativa razonable de la intimidad del indiciado o 
imputado o de terceros.

En todo caso se surtirá la autorización del juez de 
control de garantías para la determinación de su le-
galidad formal y material, dentro de las treinta y seis 
(36) horas siguientes a la expedición de la orden por 
parte de la Fiscalía General.

Artículo 32. Vencimiento del término. El artículo 
294 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 294. Vencimiento del término. Vencido 
����<���
����������
�������$����%>&����������	����#�
solicitar la preclusión o formular la acusación ante el 
juez de conocimiento. De no hacerlo, perderá com-
petencia para seguir actuando de lo cual informará 
inmediatamente a su respectivo superior.

�
���������
�������������	����
��#��
�
������-
cal quien deberá adoptar la decisión que corresponda 
en el término de sesenta (60) días, contados a partir 
del momento en que se le asigne el caso.  El término 
será de noventa (90) días cuando se presente concur-
so de delitos, o cuando sean tres o más los imputados 
o cuando el juzgamiento de alguno de los delitos sea 
de competencia de los jueces penales del circuito es-
pecializado.

Vencido el plazo, si la situación permanece sin 
	��
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��	��-
ta, y la defensa o el Ministerio Público solicitarán la 
preclusión al juez de conocimiento.

El vencimiento de los términos señalados será 
causal de mala conducta. El superior dará aviso in-
mediato a la autoridad penal y disciplinaria compe-
tente.
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Artículo 33. Contenido y Vigencia. El artículo 
298 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 298. Contenido y Vigencia.  El manda-
miento escrito expedido por el juez correspondiente 
indicará de forma clara y sucinta los motivos de la 
captura, el nombre y los datos que permitan indi-
vidualizar al indiciado o imputado, cuya captura se 
ordena, el número de radicación de la investigación 
�	���
��	������������$��;�	���������������������	���-
ge la investigación. 

La orden de captura tendrá una vigencia máxima 
de un (1) año, pero podrá prorrogarse tantas veces 
�����������
�����������������+
�	��������������-
pondiente, quien estará obligado a comunicar la pró-
rroga al organismo de policía judicial encargado de 
hacerla efectiva.

De la misma forma el juez determinará si la orden 
podrá ser difundida por las autoridades de policía en 
los medios de comunicación, durante su vigencia.

Parágrafo. La persona capturada en cumplimiento 
de orden judicial será puesta a disposición de un juez 
de control de garantías en el plazo máximo de treinta 
y seis (36) horas para que efectúe la audiencia de 
control de legalidad, ordene la cancelación de la or-
den de captura y disponga lo pertinente con relación 
al aprehendido.

Artículo 34. El artículo 301 de la Ley 906 de 2004 
quedará así:

Artículo 301. Flagrancia. Se entiende que hay 
"����
�������
	?

1. La persona es sorprendida y aprehendida du-
rante la comisión del delito.

2. La persona es sorprendida o individualizada 
durante la comisión del delito y aprehendida inme-
diatamente después por persecución o cuando fuere 
señalado por la víctima u otra persona como autor 
o cómplice del delito inmediatamente después de su 
perpetración. 

3. La persona es sorprendida y capturada con ob-
jetos, instrumentos o huellas, de los cuales aparezca 
fundadamente que momentos antes ha cometido un 
delito o participado en él.

4. La persona es sorprendida momentos antes en 
la comisión de un delito en un sitio abierto al público 
a través de la grabación de un dispositivo de video. 

5. La persona se encuentre en un vehículo utiliza-
do momentos antes para huir del lugar de la comisión 
de un delito, salvo aparezca fundadamente que el su-
jeto no tenga conocimiento de la conducta punible.

Artículo 35. Formalización de la Reclusión.  El 
artículo 304 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 304. Formalización de la reclusión.  
Cuando el capturado deba privarse de la libertad, 
una vez se imponga la medida de aseguramiento o 
la sentencia condenatoria, el funcionario judicial a 
cuyas órdenes se encuentre lo entregará inmedia-
tamente en custodia al INPEC o a la autoridad del 
establecimiento de reclusión que corresponda, para 
efectuar el ingreso y registro al Sistema Penitencia-
rio y Carcelario. Antes de los momentos procesales 
indicados el capturado estará bajo la responsabilidad 
del organismo que efectuó la aprehensión.

La remisión expresará el motivo y la fecha de la 
captura.

En caso de que el capturado haya sido conducido 
a un establecimiento carcelario sin la orden corres-
pondiente, el director la solicitará al funcionario que 
ordenó su captura. Si transcurridas treinta y seis (36) 
horas desde el ingreso del aprehendido no se ha sa-
tisfecho este requisito, será puesto inmediatamente 
en libertad.

De igual forma deberá cumplirse con carácter 
inmediato la comunicación al funcionario judicial 
cuando por cualquier motivo pierda vigencia la pri-
vación de la libertad, so pena de incurrir en las san-
ciones previstas en la ley.

La custodia referida incluye los traslados, remi-
siones, desarrollo de audiencias y demás diligencias 
judiciales a que haya lugar.

Artículo 36.����������	�	
�$���������	
��
	�	��
de Aseguramiento. El artículo 306 de la Ley 906 de 
2004 quedará así:

Artículo 306. ��������	�	
�$���������	
��
	�	��
de Aseguramiento. ����������������������;����	���
-
trol de garantías imponer medida de aseguramiento, 
indicando la persona, el delito los elementos de co-
nocimiento necesarios para sustentar la medida y su 
urgencia, los cuales se evaluarán en audiencia permi-
tiendo a la defensa la controversia pertinente.

�����@�	�����������
���	�������������K�
����-
rio Público, la víctima o su apoderado y la defensa, 
el juez emitirá su decisión.

La presencia del defensor constituye requisito de 
validez de la respectiva audiencia. 

La víctima o su apoderado podrán solicitar al juez 
de control de garantías, la imposición de la medida 
de aseguramiento, en los eventos en que esta no sea 
�������	���������������
�@������	����������

Artículo 37. Procedencia de la Detención Pre-
ventiva. El artículo 313 de la Ley 906 de 2004 que-
dará así:

Artículo 313. Procedencia de la Detención Pre-
ventiva.  Satisfechos los requisitos señalados en el 
artículo 308, procederá la detención preventiva en 
establecimiento carcelario, en los siguientes casos:

1. En los delitos de competencia de los jueces pe-
nales de circuito especializados.

'���
����	�������
������������	����������
	����
mínimo de la pena prevista por la ley sea o exceda de 
cuatro (4) años.

Q���
����	�������������������������W$����[\\\�	���
Libro II del Código Penal, cuando la defraudación 
sobrepase la cuantía de ciento cincuenta (150) sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes. 

4. Cuando la persona haya sido capturada por 
conducta constitutiva de delito o contravención, den-
tro del lapso de los tres años anteriores, contados a 
partir de la nueva captura o imputación, siempre que 
no se haya producido la preclusión o absolución en 
el caso precedente.

Artículo 38. Causales de Libertad. El artículo 
317 de la Ley 599 de 2000 quedará así:

Causales de Libertad. Las medidas de asegura-
miento indicadas en los anteriores artículos tendrán 
vigencia durante toda la actuación. La libertad del 
imputado o acusado se cumplirá de inmediato y solo 
procederá en los siguientes eventos:
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1. Cuando se haya cumplido la pena según la de-
terminación anticipada que para este efecto se haga, 
o se haya decretado la preclusión, o se haya absuelto 
al acusado.

2. Como consecuencia de la aplicación del princi-
pio de oportunidad.

3. Como consecuencia de las cláusulas del acuer-
do cuando haya sido aceptado por el juez de conoci-
miento.

4. Cuando transcurridos sesenta (60) días conta-
dos a partir de la fecha de la formulación de impu-
tación no se hubiere presentado la acusación o soli-
citado la preclusión, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 294. El término será de noventa (90) días 
cuando se presente concurso de delitos, o cuando 
sean tres o más los imputados o cuando el juzga-
miento de alguno de los delitos sea de competencia 
de los jueces penales del circuito especializado.

5. Cuando transcurridos sesenta (60) días conta-
dos a partir de la fecha de la formulación de la acu-
sación, no se haya dado inicio a la audiencia de juz-
gamiento.

Parágrafo primero. En los numerales 4 y 5 se res-
tablecerán los términos cuando hubiere improbación 
de la aceptación de cargos, de los preacuerdos o de 
la aplicación del principio de oportunidad. No habrá 
lugar a la libertad cuando la audiencia de juicio oral 
no se haya podido iniciar por maniobras dilatorias 
del imputado o acusado, o de su defensor, ni cuando 
la audiencia no se hubiere podido iniciar por causa 
razonable.

Parágrafo segundo. En los procesos que conocen 
los jueces penales de los circuitos especializados, 
para que proceda la libertad provisional, los térmi-
nos previstos en los numerales 4 y 5 de este artículo 
se duplicarán. La inobservancia de los términos esta-
blecidos en este artículo se considerará falta gravísi-
ma y se sancionará con destitución del cargo.

Artículo 39. ��	���	�	
! El artículo 351 de la 
Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 351. ��	���	�	
. La aceptación de los 
cargos determinados en la audiencia de formulación 
de la imputación, comporta una rebaja hasta de la 
tercera parte de la pena imponible, acuerdo que se 
consignará en el escrito de acusación.

]���^��������"����
���� �������;�������
����	�#�
ser hasta de una sexta parte de la pena imponible.
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�
preacuerdo sobre los hechos imputados y sus conse-
cuencias. Si hubiere un cambio favorable para el im-
putado con relación a la pena por imponer, esto cons-
tituirá la única rebaja compensatoria por el acuerdo. 
Para efectos de la acusación se procederá en la forma 
prevista en el inciso anterior.

En el evento de que la Fiscalía, por causa de nue-
vos elementos cognoscitivos, proyecte formular car-
gos distintos y más gravosos a los consignados en la 
formulación de la imputación, los preacuerdos deben 
referirse a esta nueva y posible imputación.

Los preacuerdos celebrados entre Fiscalía y acu-
sado obligan al juez de conocimiento, salvo que ellos 
desconozcan o quebranten las garantías fundamen-
tales.

Aprobados los preacuerdos por el juez, procederá 
a convocar la audiencia para dictar la sentencia co-
rrespondiente.

Las reparaciones efectivas a la víctima que pue-
	�
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����������������-
tado o acusado, pueden aceptarse por la víctima. En 
caso de rehusarlos, esta podrá acudir a las vías judi-
ciales pertinentes.

Artículo 40. Preacuerdos Posteriores a la Pre-
sentación de la Acusación. El artículo 352 de la Ley 
906 de 2004 quedará así:

Artículo 352. Preacuerdos posteriores a la pre-
sentación de la acusación. Presentada la acusación y 
hasta el momento en que sea interrogado el acusado 
al inicio del juicio oral sobre la aceptación de su res-
�
������	�	�� �������������� �����	��	�#
� ���������
preacuerdos en los términos previstos en el artículo 
anterior.

Cuando los preacuerdos se realizaren en este ám-
bito procesal, la pena imponible se reducirá en una 
tercera parte.

Artículo 41. Documentos Procedentes del Extran-
jero. El artículo 427 de la Ley 906 de 2004 tendrá un 
segundo inciso, el cual quedará así: 

Artículo 427. Documentos procedentes del ex-
tranjero. Los documentos debidamente apostillados 
pueden ser ingresados por uno de los investigadores, 
que participaron en el caso o por el investigador que 
recolectó o recibió el elemento material probatorio.

Artículo 42. Presentación de Documentos. El ar-
tículo 429 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 429. Presentación de documentos.  El 
documento podrá presentarse en original, o en copia 
autenticada, cuando lo primero no fuese posible o 
causare grave perjuicio a su poseedor.

El documento podrá ser ingresado por uno de los 
investigadores que participaron en el caso o por el 
investigador que recolectó o recibió el elemento ma-
terial probatorio o evidencia física.

Artículo 43. Principio General. El artículo 484 de 
la ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 484. Principio General. Las autoridades 
investigativas y judiciales dispondrán lo pertinente 
para cumplir con los requerimientos de cooperación 
internacional que les sean solicitados de conformi-
dad con la Constitución Política, los instrumentos 
internacionales y leyes que regulen la materia, en 
especial en desarrollo de la jurisdicción de la Corte 
Penal Internacional.

Parágrafo. El requerimiento de una persona, me-
	��
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Organización Internacional de Policía Criminal IN-
W�_`k{�� ��
	�#����������
���� ���������������-
no. En tales eventos la persona retenida será puesta 
a disposición del despacho del Fiscal General de la 
Nación, en forma inmediata.

La Fiscalía General de la Nación comunicará in-
mediatamente al Ministerio de Relaciones Exteriores 
para lo pertinente y librará, en término no superior a 
��
���&��	$���@#�����������	�
�	�����������
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���
de extradición si fuere del caso, a tenor de lo dis-
puesto en el artículo 509 de este código.
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Artículo 44. Análisis de la Conformación o Perte-
nencia a Bandas o Redes Criminales u Organizacio-
nes Delincuenciales. La Ley 906 de 2004 tendrá un 
artículo 241 A, el cual quedará así:

Artículo 241 A.  Análisis de la conformación o 
pertenencia a bandas o redes criminales u organiza-
ciones delincuenciales. La policía judicial en desa-
rrollo de su actividad, previa orden del Fiscal, podrá 
obtener, recolectar, recuperar, solicitar o analizar 
información de fuentes abiertas públicas o de los 
medios cognoscitivos previstos en este código, de 
hechos notorios que permitan inferir la participación 
de una persona o grupo de personas en la conforma-
ción o pertenencia a bandas o redes criminales u or-
ganizaciones delincuenciales, para lograr establecer 
su estructura orgánica, zonas de injerencia, acciones 
realizadas, medios logísticos utilizados, capacidades 
bélicas, niveles de afectación a la convivencia u otras 
informaciones que ayuden a determinar el accionar 
delincuencial.

Una vez obtenida esta información se elaborará 
un documento en el que se plasme la estructura de la 
organización y su accionar delincuencial, presentan-
do un informe al Fiscal competente.

Artículo 45. El artículo 24 de la Ley 1142 de 2007 
quedará así:

Artículo 24. Peligro para la comunidad. Para 
estimar si la libertad del imputado resulta peligrosa 
��������������	�	�	��������
�	�	�����#�������
������
gravedad y modalidad de la punible. Sin embargo, de 
acuerdo con el caso, el juez podrá valorar adicional-
mente alguna de las siguientes circunstancias:

1. La continuación de la actividad delictiva o su 
probable vinculación con organizaciones criminales.

2. El número de delitos que se le imputan y la 
naturaleza de los mismos.

3. El hecho de estar acusado, o de encontrarse 
sujeto a alguna medida de aseguramiento, o de es-
tar disfrutando un mecanismo sustitutivo de la pena 
privativa de la libertad, por delito doloso o preterin-
tencional.

4. La existencia de sentencias condenatorias vi-
gentes por delito doloso o preterintencional.

5. Cuando se utilicen armas de fuego o armas 
blancas.

6. Cuando se utilicen medios motorizados para la 
comisión de la conducta punible o para perfeccionar 
su comisión, salvo en el caso de accidentes de trán-
sito.

7. Cuando hagan parte o pertenezcan a un grupo 
de delincuencia organizada.

Artículo 46. Captura Públicamente Requerida. 
La Ley 906 de 2004 tendrá un artículo 302 A, el cual 
quedará así:

Artículo 302 A. Captura públicamente requerida. 
Cualquiera podrá aprehender a la persona cuya cap-
tura haya sido públicamente requerida y autorizada  
por autoridad judicial competente. En estos casos, se 
aplicará lo dispuesto en el artículo anterior para colo-
car al sujeto a disposición de las autoridades.

Artículo 47. El parágrafo del artículo 27 de la 
Ley 1142 de 2007 quedará así:

Parágrafo. No procederá la sustitución de la de-
tención preventiva en establecimiento carcelario, por 
detención domiciliaria cuando la imputación se re-

����������������
����	�����?����	��������
����	��
los jueces penales del circuito especializados o quien 
@���� �����������W�#���	�������
���� �|� �̀� ���$����
188); Acceso carnal o actos sexuales con incapaz de 
resistir (C.P. artículo 210); Violencia intrafamiliar 
�|� �̀� ���$���� ''~�=� ����� �������	� �|� �̀� ���$����
240); Hurto agravado (C.P. artículo 241, numera-
les 7, 8, 11, 12 y 15); Estafa agravada (C.P. artículo 
247); Uso de documentos falsos relacionados con 
medios motorizados hurtados (C.P. artículo 291); 
���������+
����������+
����#���������+
������	��
armas químicas, biológicas y nucleares (C.P. artículo 
367); Peculado por apropiación en cuantía superior 
a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 
(C.P. artículo 397); Concusión (C.P. artículo 404): 
Cohecho propio (C.P. artículo 405): Cohecho impro-
pio (C.P. artículo 406); Cohecho por dar u ofrecer 
(C.P. artículo 407); Receptación repetida, continua 
(C.P. artículo 447, incisos 1° y 3°); Receptación para 
���������
����������	�����	��@�����������	�������-
�������+
���������������
����������@�����������	�
en concurso con el concierto para delinquir, recepta-
ción sobre medio motorizado o sus partes esencia-
les, o sobre mercancía o combustible que se lleve en 
ellos (C.P. artículo 447, inciso 2°).

Artículo 48. Protección de la Información de 
Testigos. Sin perjuicio de las reglas generales  sobre 
protección a los testigos contempladas en el Código 
de Procedimiento Penal, si en la etapa de indagación 
e investigación  la Fiscalía estimare, por las circuns-
tancias del caso, que existe un riesgo cierto para la 
vida o la  integridad física de un testigo o de un pe-
rito, de su cónyuge, ascendientes, descendientes o 
hermanos, dispondrá las medidas especiales de pro-
tección que resulten adecuadas para proteger la iden-
tidad de los que intervengan en el procedimiento:

a) Que no conste en los registros de las  diligen-
��������������+
��������	��������������	�����-
bajo o los de sus parientes, cónyuge o compañero 
permanente.

����������	������������;�	�������
�������
����
��������
�����
������	��	����������$���	����
	����+�-
gano interviniente hacerlas llegar reservadamente a 
su destinatario.

Artículo 49. Protección de la Imagen de los Testi-
gos. El juez o tribunal podrá decretar la prohibición 
	�� ���� ���
� �������	��� � ��� ������ ��� �����
� ��
través de cualquier otro medio.

CAPÍTULO III
Medidas para Garantizar la Seguridad Ciudadana 

Relacionadas con la Extinción de Dominio
Artículo 50. El artículo 2° de la Ley 793 de 2002 

quedará así:
Artículo 2. Causales. Se declarará extinguido el 

dominio mediante sentencia judicial, cuando ocu-
rriere cualquiera de los siguientes casos:

1. Cuando exista incremento patrimonial injusti-
���	�� �
� ���������� ������� ��
����� ��� �^����������
origen lícito del mismo. 

2. Cuando el bien o los bienes de que se trate pro-
vengan directa o indirectamente de una actividad ilí-
cita.

3. Cuando los bienes de que se trate hayan sido 
utilizados como medio o instrumento para la comi-
sión de actividades ilícitas, sean destinadas a estas, o 
correspondan al objeto del delito. 
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4. Cuando los bienes o recursos de que se trate 
provengan de la enajenación o permuta de otros que 
tengan su origen, directa o indirectamente, en activi-
dades ilícitas, o que hayan sido destinados a activi-
dades ilícitas o sean producto, efecto, instrumento u 
objeto del ilícito.  

5. Cuando los derechos de que se trate recaigan 
sobre bienes de procedencia lícita, pero que hayan 
sido utilizados o destinados a ocultar o mezclar bie-
nes de ilícita procedencia.  

Se exceptúan de lo dispuesto en el presente nu-
meral, exclusivamente, los casos de títulos que se 
negocian en centrales de depósito de valores, debi-
damente acreditadas ante la autoridad competente, 
siempre y cuando los intermediarios que actúen en 
ellas, cumplan con las obligaciones de informar ope-
raciones sospechosas en materia de lavado de acti-
vos, de conformidad con las normas vigentes.

���|��
	��
����������������
���
����
����;�����-
que el origen lícito del bien perseguido en el proceso 
de extinción. 

Parágrafo. El afectado deberá probar a través de 
los medios idóneos, los fundamentos de su oposición 
y el origen lícito de los bienes.

Artículo 51. El artículo 5° de la Ley 793 de 2002 
quedará así:

“Artículo 5°. Iniciación de la acción. La acción 
	����#������
����	��	������������������$����
�����
de la Nación, cuando concurra alguna de las causales 
previstas en el artículo 2° de la presente ley. 

La Procuraduría General de la Nación, la Con-
traloría General de la República, la Fuerza Pública, 
la Dirección Nacional de Estupefacientes, cualquier 
institución pública, o cualquier persona natural o 
jurídica, deberán informar a la Fiscalía General de 
la Nación, sobre la existencia de bienes que puedan 
ser objeto de la acción de extinción de dominio. El 
incumplimiento de este deber por parte de un ser-
vidor público constituirá falta disciplinaria. Los or-
ganismos internacionales, habilitados para el efecto 
por un tratado o convenio de colaboración recíproca 
celebrado con el Gobierno de Colombia, podrán dar 
noticia de ello, para el inicio de la acción de extin-
ción de dominio. 

Parágrafo. La Dirección Nacional de Estupefa-
cientes, podrá intervenir como parte dentro del pro-
ceso de extinción de dominio, desde la fase inicial 
ante la Fiscalía General de la Nación, cuando le asis-
ta interés jurídico para actuar. Estará facultada para 
presentar elementos probatorios y solicitar la prácti-
ca de pruebas dirigidas a demostrar la procedencia 
��$�����	��������
���������	�
�������+
�	������������
solicitar medidas cautelares sobre estos, impugnar la 
decisión de abstención de inicio de la acción ante el 
��������;��#������	�����������������	������������-
nar la providencia que no reconozca el abandono de 
los bienes a favor del Estado, cuando se cumplan los 
requisitos del artículo 10 de la presente ley”.

Artículo 52. El artículo 7° de la Ley 793 de 2002 
quedará así:

Artículo 7°. Normas aplicables. La acción de ex-
tinción se sujetará exclusivamente a las disposicio-
nes de la presente ley y, solo para llenar sus vacíos, 
se aplicarán las reglas de la Ley 906 de 2004 o del 
Código de Procedimiento Civil, en su orden. En nin-
gún caso podrá alegarse prejudicialidad para impedir 

����������������
��
�����
���^�������������������+
�
de procesos. Una vez que el expediente entre al des-
pacho para fallo, tendrá prelación sobre los demás 
procesos que en el mismo se adelanten, salvo sobre 
aquellos en los que fuere preciso resolver la situa-
ción jurídica de un detenido.

Artículo 53. El artículo 9° A de la Ley 793 de 
2002 quedará así:

Artículo 9° A. �
	���	
����
��. Son medios de 
prueba la inspección, la peritación, el documento, el 
testimonio y la confesión y el indicio. 

����������	�#���������������#������	��������	���
de prueba no contenidos en esta ley, de acuerdo con 
las disposiciones que lo regulen, respetando siempre 
los derechos fundamentales. El ejercicio probatorio 
dentro del proceso de extinción de dominio será re-
gido por el principio de economía procesal, en aten-
ción a las pruebas trasladadas provenientes de otros 
procesos.

Artículo 54. El artículo 10 de la Ley 793 de 2002 
quedará así:

Artículo 10. Comparecencia al Proceso. Con el 
propósito de garantizar la comparecencia al proceso, 
la autoridad competente ordenará el emplazamiento 
de todas las personas afectadas por la acción de ex-
tinción de dominio, y a los terceros indeterminados, 
en los términos del parágrafo del presente artículo, al 
���
��	����
������������������
������	���������@�����
el artículo 12 de la presente ley.

Vencido el término de emplazamiento se desig-
nará curador ad lítem, siempre que no se hubiere 
logrado la comparecencia del titular del bien objeto 
de extinción, con quien se adelantarán los trámites 
inherentes al debido proceso y al derecho de defensa. 
Igualmente, en todo proceso de extinción de domi-
nio, se emplazará a los terceros indeterminados. En 
todo proceso de extinción de dominio, se designará 
curador ad lítem en los términos de esta ley, para la 
protección de los derechos de los terceros indetermi-
nados que no hayan concurrido como consecuencia 
del emplazamiento. 

Parágrafo. El emplazamiento se surtirá por edic-
��� ���� �����
����#� �;�	� �
� ��� ]�������$�� ��� ���
término de tres (3) días y se publicará por una vez 
dentro de dicho término, en un periódico de amplia 
circulación nacional y en una radiodifusora con co-
bertura en la localidad. 

El término de comparecencia es de diez (10) días, 
contados a partir del día siguiente al surtimiento del 
emplazamiento.

Artículo 55. El artículo 11 de la Ley 793 de 2002 
quedará así:

Artículo 11. Competencia. Conocerán de la ac-
ción los jueces penales del circuito del lugar en don-
de se encuentre ubicado el bien. Si se hubieren en-
contrado bienes en distintos circuitos judiciales, será 
competente el juez, de aquel circuito que cuente con 
el mayor número de jueces penales del circuito es-
pecializado. La aparición de bienes en otros lugares, 
posterior a la resolución de inicio de la acción, no 
alterará la competencia.

La iniciación del proceso, la estructuración de la 
fase inicial y la representación de los intereses del 
Estado serán decisión del Fiscal General de la Na-
ción directamente, o a través de los Fiscales Delega-
dos que conforman la Unidad Nacional para la Ex-
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tinción del Derecho de Dominio y contra el Lavado 
de Activos o en su defecto, los Fiscales Delegados 
ante los Jueces Penales del Circuito Especializados 
de cada seccional. El Fiscal deberá conformar unida-
des especiales de extinción de dominio. 

La segunda instancia de las decisiones proferidas 
en el trámite de extinción de dominio se surtirá ante 
la Sala Penal del Tribunal Superior de Distrito Judi-
cial respectivo o ante las Salas de Decisión Penal, 
según los reglamentos de la Corporación.

Artículo 56. El artículo 12 de la Ley 793 de 2002 
quedará así:

Artículo 12. Fase Inicial. ��������������
����� ���
Acción de Extinción de Dominio dará comienzo a 
����
���������+
��	�����������
������+
��������
haya sido suministrada de conformidad con el artí-
����&��	�� ��������
��� ����� �
�����
�	�� �	�
�������
los bienes sobre los cuales podría iniciarse la acción, 
recaudar los medios de prueba que evidencien cual-
quiera de las causales previstas en el artículo 2° y 
quebranten la presunción de buena fe respecto de 
bienes en cabeza de terceros. La fase inicial termi-
nará con la presentación de la resolución de proce-
dencia de la acción ante el juez competente, la cual 
�
�����#�����	�
�������+
�	��������
���������������
se inicia la acción, la solicitud de práctica de todas 
�����������������
��	��������������$�������	�
�����-
ción de las personas afectadas por la acción y su res-
�������� 	������+
� 	�� 
�������+
� �� ��� ������
���
básicos que sustentan la acción.

�
����	��������	�����������������������	�#�	����-
tar las medidas cautelares o solicitar al Juez compe-
tente la adopción de las mismas, según corresponda, 
que comprenderán la suspensión del poder disposi-
tivo, el embargo y el secuestro de los bienes, de di-

����
�	��+�����
�������������
�
������	���$�����
valores, y de los rendimientos de los anteriores, lo 
mismo que la orden de no pagarlos cuando fuere im-
posible su aprehensión física; así como también la 
ocupación y la incautación sobre bienes susceptibles 
de comiso. En todo caso la Dirección Nacional de 
Estupefacientes será el secuestre o depositario de los 
bienes embargados o intervenidos.  El Fiscal, previo 
acuerdo con la Dirección Nacional de Estupefacien-
tes, podrá aplazar la diligencia de aprensión material 
de los bienes hasta el momento de la expedición de 
la Resolución de Procedencia de la Acción de Extin-
ción de Dominio. 

Los bienes sobre los que se adopten medidas cau-
telares quedarán de inmediato a disposición de la 
Dirección Nacional de Estupefacientes, a través del 
Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y Lu-
cha contra el Crimen Organizado, el cual procederá 
�������
����
��� �� �
�������� �	�������� 	�� �	��-

�������+
���
������������	�������
��	�	����	���������
vigiladas por la Superintendencia Bancaria; o, en 
su defecto, a arrendar o celebrar otros contratos que 
mantengan la productividad y valor de los bienes, 
o aseguren su uso a favor del Estado. Mientras los 
recursos monetarios o títulos valores que se encuen-
tren sujetos a medidas cautelares, las instituciones 
�
�
������� ���� ������
� ��� ����������� �	�
� �����#
�
una cuenta especial, que genere rendimientos a tasa 
comercial, cuya cuantía formará parte de sus depó-

sitos. Los rendimientos obtenidos pasarán al Estado 
en el caso de que se declare extinguido el dominio 
sobre tales recursos, o se entregarán a su dueño, en el 
evento contrario.

{���	�
�������+
�	��������
���������������������
la acción de extinción de dominio deberá contener, 
al menos, los siguientes documentos: en el caso de 
bienes inmuebles el Folio de Matrícula Inmobiliaria, 
���@�� |��������� �� 	��#�� �
������
��� ���� �	�
���-
���
�������
���
��������	����������	�	�������|�����-
cado de Existencia y Representación Legal expedido 
por la respectiva Cámara de Comercio. En el caso de 
���
����������������
������+
�������
���������
	�-
��	��������������
��������$�����

Los bienes fungibles, de género y/o muebles que 
amenacen deterioro, y los demás que en adición a los 
anteriores determine el Consejo Nacional de Estu-
pefacientes, podrán ser enajenados al mejor postor, 
o en condiciones de mercado, cuando fuere el caso, 
entidad que podrá administrar el producto líquido, de 
acuerdo con las normas vigentes. De igual forma, los 
bienes inmuebles se administrarán de conformidad 
con las normas vigentes. Los rendimientos obtenidos 
pasarán al Estado, en el caso de que se declare ex-
tinguido el dominio sobre tales recursos, o se entre-
garán a su dueño, en el evento contrario. La misma 
regla se aplicará a los bienes inmuebles, en aquellos 
eventos en que el Consejo Nacional de Estupefacien-
tes o quien haga sus veces, así lo determine. 

�
� �	�� ��� ������ ��� �	�������� ��� �����#�� �
�
cargo a los bienes administrados o a sus productos, 
el valor de sus honorarios y de los costos de admi-
nistración en que incurra. Cualquier faltante que se 
presentare para cubrirlos, será exigible con la misma 
preferencia con la que se tratan los gastos de admi-
nistración en un concurso de acreedores, sobre el va-
lor de los bienes, una vez que se liquiden o se subas-
��
��������	�����
������#���;�����
�����
�������+
�
o desarrollo a las reglas de la contratación adminis-
�����������
���������������������
�
�������	�
�����

Parágrafo 1º. El Fondo para la Rehabilitación, 
Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organi-
zado es una cuenta especial sin personería jurídica 
administrada por la Dirección Nacional de Estupefa-
cientes, de acuerdo con las políticas trazadas por el 
Consejo Nacional de Estupefacientes.

Los bienes y recursos objeto de extinción de do-
minio ingresarán al Fondo para la Rehabilitación, In-
versión, Social y lucha contra el Crimen Organizado 
y serán asignados por el Consejo Nacional de Estu-
�������
�����������
���	���
�����+
��������������	�	�
y lucha contra la delincuencia organizada. 

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de las causales de 
�
�^����
���� 	��� ���� � �
����� �� ���� ��� ������� ���
artículo 898 del Código de Comercio, la administra-
dora de bienes incautados, o con extinción de domi-
nio o comiso, o entregados para la reparación de las 
víctimas, podrá ordenar su enajenación o disposición 
cuando su naturaleza, uso o destino amenace deterio-
ro o se imposibilite su administración.

Parágrafo 3°.  La Dirección Nacional de Estu-
pefacientes, con cargo a los recursos del Fondo para 
la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha Contra 
el Crimen Organizado, Frisco, y la Agencia Presi-
dencial para la Acción Social y la Cooperación In-
ternacional - Acción Social, con cargo a los recursos 
del Fondo para la Reparación de las Víctimas, po-
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drán efectuar los gastos que sean necesarios para la 
protección, administración, conservación y manteni-
miento de los bienes a su cargo.

Parágrafo 4°. El pago de las obligaciones tribu-
tarias relacionadas con los bienes que administre la 
Dirección Nacional de Estupefacientes y Acción So-
cial-Fondo para la Reparación de las Víctimas, que 
sean improductivos por no generar ingresos en razón 
a su situación o estado, se suspenderá hasta cuando 
ocurra alguno de los siguientes eventos:

a) La enajenación del bien o la generación de in-
������������
����������+
�	�������=

b) La devolución al propietario en virtud de de-
����+
�;�	������	��
��������
��������	������������+
�
Nacional de Estupefacientes.

En los eventos previstos en los dos anteriores li-
terales, una vez cese la suspensión, el contribuyente 
deberá sufragar el importe de los tributos no pagados 
durante la suspensión.

En todo caso, tal pago será condición necesaria 
para la devolución del bien al propietario en el caso 
previsto en el literal b).

La suspensión del pago de tributos, de que aquí se 
trata, no impedirá la enajenación de los bienes.

Parágrafo 5°. La enajenación de los bienes su-
jetos a registro, se efectuará mediante acto adminis-
����������������
�������
�������
�������
�������-
pondiente constituirá título traslaticio de dominio 
������
���

Artículo 57. El artículo 13 de la Ley 793 de 2002 
quedará así:

Artículo 13. Procedimiento. El trámite de la ac-
ción de extinción de dominio se cumplirá de confor-
midad con las siguientes reglas: 

1. El Juez a quien le corresponda el trámite del 
������ �	�
��#� 
������� ��� �������+
� 	�� ����-
dencia de la acción de extinción de dominio a las 
personas afectadas, personalmente y en subsidio por 
aviso, para lo cual dará aplicación a los artículos 315 
y subsiguientes del Código de Procedimiento Civil, 
en especial los artículos 318 y 320 ibídem.

\������
���� ��� �	�
��#� 
������� ������
��� 	���
Ministerio Público. 

Si en la actuación ya reporta una dirección sumi-

�����	�� ��� ��� ������	�� ��� 
�������+
� ��� @��#� ��-
niendo como base dicha dirección. 

]����
�
����@��@��@��
����������
����������������
decretará las medidas cautelares, o podrá solicitar al 
juez competente, la adopción de las mismas, según 
corresponda, las cuales se ordenarán y ejecutarán an-
����	��
�����	������������+
�	���
���������������-
dos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
anterior. Contra esta decisión proceden los recursos 
de ley. 

Cuando el afectado se encuentre fuera del país la 

�������+
�����
��� ��� ������#��
������	���	���
quien se le haya reconocido personería jurídica en 
los términos de la ley. 

Parágrafo. En los casos en que exista un proceso 
penal en curso en contra de una o varias de las perso-
nas afectadas por la acción de extinción de dominio 
en el que exista una audiencia programada a futuro, 
���
�������+
������������#�	��	�����	�����@�	���;����
competente en aquel proceso por estrado a la persona 
afectada o a su apoderado, entendiéndose esta noti-

���	�� ����
����
��� 	�� �
��	����� \������
���� ���
�
��	����#� 
�����	�� ����
����
��� �	�� ����
��
que pueda ser contactada por cualquier medio por el 
juez competente o su despacho, cuando dicho juez 
�
��������������	������
������+
������
�
����

2. Tres (3) días después del vencimiento del tér-
��
�	���;���+
�	����	���������
��
	��#
�
�����	���
todas las partes involucradas en el proceso, y se de-
signará curador ad lítem para aquellas que no hayan 
comparecido al proceso.

Q��`����
�	��������	���	��$�����
�����	��
personalmente todos los afectados, por Secretaría 
se correrá un traslado común de cinco (5) días a los 
intervinientes de la resolución de procedencia de la 
acción de extinción de dominio, tras los cuales se 
realizará la audiencia de la que habla el numeral 4 
del presente artículo. 

4. Transcurrido el traslado de la resolución de 
procedencia de la acción de extinción de dominio se 
realizará una audiencia en la que las personas afecta-
das podrán solicitar la práctica de pruebas que con-
��	���
�
�������������������������������	�
�����$��-
ta de los bienes objeto de la acción de extinción de 
	��
�������
��������������	��
�������;����	���	��#�
sobre la práctica de las pruebas solicitadas por todas 
las partes involucradas, y podrá igualmente decretar 
��������	�������{�����������������������
����-
lización de los funcionarios judiciales y las pruebas 
periciales que se decreten se realizarán en los quince 
(15) días siguientes a la realización de la audiencia 
sobre la que versa este numeral. 
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susceptible de recurso alguno. 

5. Concluido el término de quince (15) días men-
cionado en el numeral anterior se realizará una se-
gunda audiencia en la que se practicarán todos los 
testimonios decretados, se presentarán oralmente los 
resultados de los dictámenes periciales, se hará un 
recuento de los resultados de las pruebas practica-
das durante el término probatorio, y se presentarán 
oralmente los argumentos de conclusión de todas 
las partes involucradas. Las reglas de procedimiento 
aplicables a la práctica de pruebas, impugnación de 
testimonios e impugnación de dictámenes periciales 
en esta audiencia serán las determinadas por el Códi-
go de Procedimiento Civil.

6. Finalizada la audiencia de juzgamiento el juez 
dictará el sentido de la decisión inmediatamente, 
aunque podrá decretar un receso de hasta dos horas 
para analizar el material probatorio. En esta decisión 
se expresará únicamente la procedencia o improce-
dencia de la extinción de dominio. Dentro de los diez 
(10) días siguientes a la realización de la audiencia 
	��;�������
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sentencia motivando la decisión. La sentencia que se 
���������
	�#��������erga omnes. 

7. En contra de la sentencia que decrete la extin-
ción de dominio solo procederá el recurso de apela-
ción, interpuesto por las partes o por el Ministerio 
Público, que será sustentada ante el superior den-
tro de los diez (10) días siguientes a aquel en que 
el expediente llegue a su Despacho. La sentencia de 
apelación se dictará de forma oral en la audiencia de 
sustentación de la misma. La sentencia de primera 
instancia que niegue la extinción de dominio y que 
no sea apelada, se someterá en todo caso al grado 
jurisdiccional de consulta. 



Página 12 Martes, 5 de octubre de 2010 GACETA DEL CONGRESO  737

8.  Los términos establecidos en el presente ar-
tículo son improrrogables y de obligatorio cumpli-
miento, y su desconocimiento se constituirá en falta 
disciplinaria gravísima.

Artículo 58. Deróguese el artículo 12 de la Ley 
793 de 2002.

Artículo 59. El artículo 14 A de la Ley 793 de 
2002 quedará así:

Artículo 14 A. Recursos. La decisión que declara 
desierto el recurso de apelación, será la única resolu-
ción de sustanciación impugnable, contra la cual solo 
procederá el recurso de reposición. Esto sin perjuicio 
de lo establecido en el parágrafo del artículo 2° de la 
presente ley, sobre las potestades de impugnación de 
la Dirección Nacional de Estupefacientes. 

Parágrafo. En los eventos en que el material 
probatorio allegado por el recurrente demuestre de 
manera anticipada que sobre el bien de su propiedad 
no concurre la causal invocada en la resolución de 
inicio, el juez que conozca de los recursos podrá ex-
cluir el bien como objeto de la acción, siempre que 
tal decisión no se funde en un medio de prueba que 
requiera ser controvertido en el debate probatorio. 

Artículo 60. El artículo 17 de la Ley 793 de 2002 
quedará así:

Artículo 17. Excepciones e incidentes. En el pro-
ceso de extinción de dominio no habrá lugar a la pre-
sentación y al trámite de excepciones previas.

Solo se tramitarán como incidentes las oposicio-
nes de terceros de buena fe exenta de culpa, las cua-
les serán resueltas en la sentencia. 

Artículo 61. Obligaciones sobre los predios bal-
díos y adjudicados. La Ley 793 de 2002 tendrá un 
artículo 19 A, el cual quedará así:

Artículo 19 A. Obligaciones sobre los predios 
baldíos y adjudicados. Cuando se trate de terrenos 
baldíos, que han sido utilizados para actividades ilí-
citas, el Estado otorgará el título de propiedad a la(s) 
persona(s) oriunda(s) de determinada región, que 
soliciten adjudicación sustentada en proyectos pro-
ductivos. 

Dado el caso que no exista persona a quien adju-
dicar la Alcaldía Municipal será la adjudicataria.

Artículo 62. Revocatoria del acto de adjudica-
ción. La Ley 793 de 2002 tendrá un artículo 19 B, el 
cual quedará así:

Artículo 19 B. Revocatoria del acto de adjudi-
cación. Cuando en los terrenos que han sido adjudi-
cados por el Estado, se compruebe cualquiera de las 
siguientes causales, previa citación y audiencia del 
adjudicatario, se decretará la revocatoria del acto de 
adjudicación, pasando nuevamente el dominio a la 
Nación, así: 

a) Violación a la conservación y aprovechamiento 
racional de los recursos naturales renovables y del 
medio ambiente.

b) El incumplimiento de las obligaciones y con-
diciones bajo las cuales se produjo la adjudicación.

c) Se dedique el terreno a actividades ilícitas.
	��]������������������	������	���
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de Registro de Instrumentos Públicos, Instituto Geo-
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en un plazo no mayor a 90 días, una vez expedida la 
resolución de otorgamiento.

Parágrafo 1. Para el registro de terrenos otorgados 
����������	���������
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tos Públicos, realizarán el trámite de inscripción sin 
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Parágrafo 2°. La revocatoria del acto de adjudica-
ción será susceptible de los recursos de reposición y 
apelación, de conformidad con lo establecido en el 
Código Contencioso Administrativo.

Artículo 63. Protocolo de los procedimientos y 
actividades de investigación. La Ley 793 de 2002 
tendrá un artículo 19 C, el cual quedará así:

Artículo 19 C. Protocolo de los procedimientos 
y actividades de investigación. El Consejo Nacional 
de Policía Judicial, dentro de los seis (6) meses pos-
teriores a la promulgación de esta norma, expedirá 
un protocolo de los procedimientos y actividades de 
investigación para los procesos de extinción de do-
��
���������#�	������������������
��	����������
e investigadores.

Artículo 64. Radicación. La Ley 793 de 2002 ten-
drá un artículo 19 D, el cual quedará así:

Artículo 19 D. Radicación. La Fiscalía General 
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cal especializado correspondiente en un término no 
mayor a diez (10) días hábiles, contados a partir de 
la fecha de presentación del informe por parte de los 
funcionarios de policía judicial.

Artículo 65. Requerimientos. La Ley 793 de 2002 
tendrá un artículo 19 E, el cual quedará así:

Artículo 19 E. Requerimientos. Las entidades 
���������������\
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zzi, Catastro Departamental, Instrumentos Públicos, 
Notariado y Registro, la Unidad de Información y 
Análisis Financiero (UIAF), entre otras; así como 
entidades privadas que sean objeto de requerimien-
tos por parte de Policía Judicial, en razón de su obje-
to social, deberán atender dichos requerimientos de 
manera inmediata, oportuna y gratuita, en un plazo 
que no sea mayor a 5 días hábiles una vez radicado 
el requerimiento.

Los gastos de envío serán asumidos por la entidad 
que expide los documentos, el servidor público res-
ponsable en una entidad pública que incumpla con 
el tiempo establecido incurrirá en falta disciplinaria. 
Las sociedades que incumplan este requerimiento en 
el plazo serán sancionadas con multa de 10 salarios 
mínimos legales mensuales vigentes de conformidad 
con lo señalado en el artículo 86 de la Ley 222 de 
1995. 

Artículo 66. Vigencia. {����	������
�������-
sales a las reglas sobre extinción de dominio rigen a 
partir de su promulgación, y serán aplicables a todos 
los procesos en curso que no hayan superado la fase 
inicial. Los que hayan superado dicha fase se regirán 
por la ley anterior. 

CAPÍTULO IV
Medidas para Garantizar la Seguridad  
Ciudadana que Reforman en el Código  

de la Infancia y la Adolescencia 
Artículo 67. �������
�	
� �������������������� 

El artículo 89 de la Ley 1098 de 2006 tendrá un nu-
meral 18, el cual quedará así:

18. Los Comandantes de Estación de acuerdo con 
su competencia, podrán ordenar el cierre temporal de 
los establecimientos abiertos al público de acuerdo 
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con los procedimientos señalados en el Código Na-
cional de Policía, en cumplimiento de las funciones 
establecidas en los numerales 4, 5, 6 y 7 del presente 
artículo.

Artículo 68. Concepto de la privación de la liber-
tad. El artículo 160 de la Ley 1098 de 2006 quedará 
así:

Artículo 160. Concepto de la privación de la li-
bertad. Se entiende por privación de la libertad toda 
forma de internamiento, en un establecimiento pú-
blico o privado, ordenada por autoridad judicial, del 
que no se permite al adolescente salir por su propia 
voluntad. Los centros deben cumplir con las condi-
ciones de seguridad y una atención especializada, 
para evitar la fuga de los adolescentes.

Artículo 69. Sanciones. El artículo 177 de la Ley 
1098 de 2006 quedará así:

Artículo 177. Sanciones. Son sanciones aplica-
bles a los adolescentes a quienes se les haya declara-
do su responsabilidad penal:

1. La amonestación e imposición de reglas de 
conducta. 

2. La prestación de servicios a la comunidad 
3. La libertad asistida. 
4. La internación en medio semicerrado. 
La privación de la libertad en centro de atención 

especializado. Las sanciones previstas en el presente 
artículo se cumplirán en programas de atención es-
pecializados del Sistema Nacional de Bienestar Fa-
miliar y deberán responder a lineamientos técnicos 
diseñados por el ICBF. (…)

Artículo 70. Práctica de testimonios. El artículo 
150 de la Ley 1098 de 2006 quedará así:

Artículo 150. Práctica de testimonios. Los niños, 
las niñas y los adolescentes podrán ser citados como 
testigos en los procesos penales que se adelanten 
contra los adultos. Sus declaraciones las podrá tomar 
el Defensor de Familia o un funcionario especiali-
zado en psicología infantil, con cuestionario envia-
	���������
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el funcionario solo formularán las preguntas que no 
sean contrarias al interés superior del menor. 

Artículo 71. La Privación de la libertad. El artí-
culo 187 de la Ley 1098 de 2006 quedará así:

Artículo 187. La privación de la libertad. La pri-
vación de la libertad en centro de atención especiali-
zada se aplicará a los adolescentes mayores de cator-
ce (14) y menores de dieciocho (18) años que sean 
hallados responsables de la comisión de delitos cuya 
pena mínima establecida en el Código Penal sea o 
exceda de cuatro (4) años de prisión. En estos casos, 
la privación de libertad en centro de atención espe-
cializada tendrá una duración desde un (1) año hasta 
el mínimo de la pena aplicable al delito más grave 
que haya cometido, sin que la misma pueda exceder 
de ocho (6) años, salvo lo señalado en el siguiente 
inciso.

En los casos en que los adolescentes mayores de 
catorce (14) y menores de dieciocho (18) años sean 
hallados responsables de cualquier delito de compe-
tencia de los jueces penales del circuito especializa-
do, la privación de la libertad tendrá una duración 

máxima de diez (10) años, siempre y cuando exista 
concepto favorable de un psicólogo que señale que 
el menor tenía la capacidad de comprender la ilicitud 
del hecho y de actuar conforme a dicha comprensión.

El Estado deberá garantizar que todos los meno-
res infractores puedan acceder a la posibilidad de 
realizar programas de educación formal a distancia 
a través de los cuales cada semestre cursado rebajará 
un año de privación de la libertad. Si el menor cur-
sa un programa de educación formal por al menos 5 
años, inmediatamente se iniciará un incidente ante el 
Juez Penal para adolescentes en el cual se tendrá que 
decidir si se continúa o no la ejecución de la sanción 
de acuerdo al grado de resocialización del menor, 
para lo cual se requerirá un concepto de un psicó-
logo y de un trabajador social que laboren en una 
Defensoría de Familia.

Parte de la sanción impuesta podrá ser sustituida 
por el establecimiento de presentaciones periódicas, 
servicios a la comunidad, el compromiso de no vol-
ver a delinquir y guardar buen comportamiento, por 
��������������;�����;���������
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y el cumplimiento del resto de la sanción inicialmen-
te impuesta bajo privación de libertad.

Parágrafo. Si estando vigente la sanción de pri-
vación de la libertad el adolescente cumpliere los 
dieciocho (18) años, esta podrá continuar hasta al-
canzar los objetivos propuestos en la sentencia en 
que se le impuso. En ningún caso esta sanción podrá 
cumplirse en sitios destinados a infractores mayores 
de edad.

Los centros de atención especializada tendrán una 
atención diferencial entre los adolescentes menores 
de dieciocho (18) años y aquellos que alcanzaron su 
mayoría de edad y deben continuar con el cumpli-
miento de la sanción. Esta atención deberá incluir su 
separación física al interior del Centro.

Artículo 72. Sanción para contravenciones de 
Policía cometidas por adolescentes. El artículo 190 
de la Ley 1098 de 2006 quedará así:

Artículo 190. Sanción para contravenciones de 
policía cometidas por adolescentes. Las contraven-
ciones de policía cometidas por adolescentes serán 
sancionadas de la siguiente manera:

Será competente para conocer el proceso y san-
cionar el Comisario de Familia del lugar donde se 
cometió la contravención o en su defecto el Alcalde 
Municipal, los Comandantes de Estación y Subesta-
ción.

Cuando las contravenciones den lugar a sancio-
nes pecuniarias, estas serán impuestas a quien tenga 
la patria potestad o la custodia y este será responsa-
ble de su pago, el cual podrá hacerse efectivo por 
jurisdicción coactiva, conmutable con trabajo comu-
nitario. 

Para la sanción de contravenciones cometidas por 
adolescentes se seguirán los mismos procedimientos 
establecidos para los mayores de edad, siempre que 
sean compatibles con los principios de este Código y 
especialmente los contemplados en el presente título, 
incluyéndolo en programas pedagógicos de educa-
ción liderados por las alcaldías.
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CAPÍTULO V
Otras medidas para garantizar  

la seguridad ciudadana
Artículo 73. De conformidad con lo señalado en 

el artículo 86 de la Ley 222 de 1995, la Superinten-
dencia de Sociedades podrá imponer multas de hasta 
200 salarios mínimos legales mensuales vigentes:

1. Cuando con el consentimiento de su represen-
tante legal o de alguno de sus administradores o con 
la tolerancia de los mismos se utilice su nombre co-
mercial o enseña para difundir ideas o doctrinas que 
�������
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��
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terrorismo o actividades de grupos terroristas.

2. Cuando con el consentimiento de su represen-
tante legal o de alguno de sus administradores o con 
la tolerancia de los mismos se utilicen sus instalacio-
nes para difundir ideas o doctrinas que promuevan 
�;��������
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actividades de grupos terroristas.

3. Cuando con el consentimiento de su repre-
sentante legal o de alguno de sus administradores o 
con la tolerancia de los mismos se utilicen bienes o 
personas de la persona jurídica para colaborar con 
organizaciones criminales o con la realización de ac-
tividades terroristas.

4. Cuando en sus instalaciones se tengan privadas 
ilegalmente de la libertad a personas, se oculten bie-
nes hurtados o se posea moneda falsa o mercancías 
de contrabando. 

5. Cuando con el consentimiento de su repre-
sentante legal o de sus administradores se utilicen 
bienes o personal de la empresa para la realización 
de actividades de extorsión, amenazas, instigación a 
delinquir, Entrenamiento para actividades ilícitas, 
rebelión, sedición y asonada o cualquier conducta 
contemplada en el capítulo II del título XIII del Có-
digo Penal. 

Artículo 74. Deberes de los interventores. Los in-
terventores de los contratos estatales deberán velar 
porque los recursos de la contratación no se destinen 
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litados para contratar por un término de diez años si 
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del terrorismo y no se hayan tomado las medidas ne-
cesarias para evitarlo.

Artículo 75. Deberes de las empresas de telefonía 
celular. Las empresas de telefonía celular y satelital 
y proveedoras de servicios de internet estarán obli-
gadas a adoptar medidas de control apropiadas y su-
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los servicios que proveen como instrumento para la 
realización de actividades delictivas o en estableci-
mientos penitenciarios y carcelarios. Para este efecto 
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tes.

Artículo 76. Deberes de las empresas de segu-
ridad y vigilancia. El personal de los servicios de 
vigilancia y seguridad privada que labore para una 
empresa vigilada por la Superintendencia de Vigi-
lancia y Seguridad Privada tendrá la obligación de 
reportar inmediatamente a la Policía Nacional sobre 
todo vehículo que se encuentre abandonado en la vía 
pública. El incumplimiento de esta obligación dará 
lugar a la imposición de multa de hasta 100 salarios 

mínimos legales mensuales vigentes, de conformi-
dad con lo señalado en el artículo 76 del Decreto 356 
de 1994.

Artículo 77. Deberes de los establecimientos de 
comercio. El artículo 2° de la Ley 232 de 1995 tendrá 
unos literales e), f), g) y h), el cual quedará así:

e) Elaborar e implementar un plan de prevención 
y actuación frente a actividades terroristas. 

f) Informar a la Policía Nacional sobre la exis-
tencia de objetos sospechosos en su interior o en sus 
alrededores.
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que ingrese a los mismos.

h) Impedir el acceso a los mismos de cualquier 
persona que utilice capucha u otro objeto que impida 
ver su rostro, salvo que dicho accesorio se porte por 
motivos religiosos, culturales o sanitarios.

�� Impedir el acceso a los mismos de cualquier 
objeto peligroso. 

Artículo 78. Deberes de los establecimientos edu-
cativos. Toda institución educativa deberá velar por 
que en sus instalaciones no se utilicen capuchas u 
otros objetos que impida ver el rostro, salvo que di-
cho accesorio se porte por motivos religiosos, cultu-
rales o sanitarios. 

Artículo 79. �
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�. 
Las entidades bancarias deberán presentar a la Su-
perintendencia Financiera un protocolo de medidas 
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berá establecer: el procedimiento para el registro de 
toda persona que ingrese a sus establecimientos con 
nombre, cédula de ciudadanía y motivo de ingreso; 
el procedimiento para solicitar a la Policía Nacional 
el acompañamiento del cliente en aquellos eventos 
en los cuales realice transacciones en efectivo que 
garantice que el mismo se realice de manera inme-
diata. El gobierno reglamentará la materia.

Articulo 80. Vigencia. La presente Ley rige a par-
tir de su promulgación y deroga en lo pertinente las 
disposiciones que le sean contrarias. 

El Ministro del Interior y de Justicia
Germán Vargas Lleras

El Ministro de Defensa Nacional
Rodrigo Rivera Salazar

El Fiscal General de la Nación (E)
'����
�����
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. Introducción
El terrorismo y la criminalidad organizada son 

fenómenos que afectan gravemente la paz y la segu-
ridad pública, convirtiéndose en medios para minar 
las bases del Estado de derecho y afectar a los ciuda-
danos en su vida, honra y bienes; razón por la cual, 
estos graves atentados contra la ciudadanía deben 
prevenirse y atacarse de manera decidida y ejemplar.

Sin embargo, la lucha contra el terrorismo y la de-
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los derechos de las personas, por lo que en la redac-
ción de este proyecto se ha tenido especial cuidado 
de que ninguna de sus disposiciones pueda afectar 
las garantías constitucionales de los ciudadanos. 

Para lograr estos objetivos, en este proyecto se 
han incorporado medidas orientadas a la protección 
de las garantías ciudadanas con base en el marco 
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legal existente, buscándose cumplir con cuatro ob-
jetivos: eliminar la impunidad; luchar contra la cri-
minalidad organizada y el terrorismo; aumentar la 
efectividad del procedimiento penal, la extinción del 
dominio y la responsabilidad juvenil; y vincular a la 
comunidad en la prevención del delito, sin poner en 
peligro la integridad de sus miembros, ni afectar sus 
derechos fundamentales.

Con el objeto de materializar una política criminal 
de Estado, la elaboración de este proyecto se realizó 
con la permanente colaboración de la Policía Gene-
ral de la Nación, de la Fiscalía General de la Nación 
y de la Procuraduría General de la Nación, entidades 
con las cuales se realizó un análisis exhaustivo so-
bre las falencias de la legislación en la lucha contra 
la criminalidad organizada, así como también de las 
medidas necesarias para mejorar el funcionamiento 
de la justicia, las cuales han sido integradas en el ar-
ticulado propuesto.

2. Medidas Penales 
En el campo penal, nuestro país ha consagrado 

tradicionalmente múltiples medidas para la lucha 
contra el terrorismo y la criminalidad organizada, 
por ello, las mismas se toman como fundamento para 
establecer mecanismos que eliminen la impunidad y 
mejoren la técnica legislativa en la redacción de al-
gunos tipos penales: 
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de medios materiales y logísticos en muchos eventos 
es materialmente imposible que el INPEC cumpla 
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las detenciones domiciliarias y de vigilancia electró-
nica. 

En este campo, se adoptan medidas que permiten 
la colaboración de la Policía Nacional en la vigilan-
cia de las personas que se encuentran bajo las medi-
das de detención domiciliaria o vigilancia electróni-
ca, mediante un sistema de información inmediata al 
cual tendrá acceso la Policía Nacional, la Fiscalía y 
la Policía Judicial, para que colaboren con el INPEC 
a hacer este seguimiento.
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mas de fuego, situación que pone en grave riesgo a 
la comunidad, razón por la cual se crea el Registro 
Nacional de Salvoconductos, que podrá consultarse 
inmediatamente por la Policía Nacional, así como 
también por cualquier organismo de policía judicial.

c) La evolución de los fenómenos de violencia en 
Colombia ha generado la conformación de nuevos 
grupos delincuenciales que afectan los derechos de 
los ciudadanos, por lo cual se crea el delito de perte-
nencia a banda armada con el objeto de luchar contra 
la criminalidad organizada. Para la elaboración de 
este delito se tomaron en cuenta la legislación que 
para tal efecto existe en Alemania y España, adap-
tándose a la realidad colombiana.

d) Reiteradamente se presentan denuncias por 
fraudes inmobiliarios sin que sea posible adecuar tí-
picamente esta conducta al delito de usurpación, por 
tratarse de actos cumplidos con el lleno de los re-
quisitos del código civil, pero utilizando maniobras 
fraudulentas o el constreñimiento. En este sentido, 
se crea el delito de usurpación fraudulenta de inmue-
bles, el cual ha sido recurrente en áreas rurales, es-

pecialmente en donde se mantiene la presencia de 
grupos armados al margen de la ley y organizaciones 
	��
�����#����

e) Para luchar contra las redes ilegales de medica-
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mentos, que sanciona el obtener un provecho para sí 
o para un tercero, derivado de la venta de un medi-
camento que le haya sido entregado para su atención 
por el Sistema General de Seguridad Social en Sa-
lud, para acabar con estas peligrosas redes ilegales.

f) En la actualidad los grupos armados y la delin-
cuencia común vienen utilizando mecanismos para 
impedir que se les impute el delito de fabricación, 
��#���� ����� � ��
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como transportar las armas por parte o utilizar armas 
de fabricación artesanal, lo cual deja en la impunidad 
todas estas conductas.
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municiones, para que también incluya los accesorios 
y partes esenciales de armas de fuego y las armas de 
fabricación artesanal.

g) Con el Acto legislativo 002 de 2009 queda sin 
efectos la mención realizada en el Código penal a 
la dosis personal, así mismo, existen determinadas 
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químicos que deben solucionarse. En este sentido, se 
mejora la técnica legislativa respecto de los delitos 
contra la salud pública aboliéndose referencias a la 
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cursores de drogas sintéticas y de sustancias como la 
efedrina y la seudoefedrina.

h) En la Ley 906 no se exige el juramento para la 
realización de una denuncia, por esta razón se exclu-
ye la expresión “bajo juramento” en los delitos de 
falsa denuncia y falsa denuncia contra persona de-
terminada y se agrega un segundo inciso relacionado 
�
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nismos de búsqueda urgente de personas.

i) Algunos delitos muy graves para el orden pú-
blico en la actualidad son excarcelables, por ello se 
aumentan las penas de una serie de delitos como: 
simulación de investidura o cargo público, la utili-
zación ilícita de equipos transmisores o receptores, 
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conductas muy graves que en la actualidad son ex-
carcelables.

j) En la actualidad el delito favorecimiento de fuga 
sanciona solamente la ayuda a la evasión del conde-
nado y del detenido pero no del capturado, situación 
que es muy grave para la seguridad ciudadana, por lo 
cual se sanciona también la fuga del capturado dentro 
de las hipótesis de favorecimiento de la fuga.

3. Medidas en el Procedimiento Penal 
��� �������� ��������� @�� ���
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dudas un avance en las garantías de los ciudadanos 
que debe conservarse, sin embargo, la Ley 906 de 
2004 tiene falencias y defectos importantes que están 
generando graves situaciones de impunidad en Co-
lombia. Para solucionar esta situación no se requiere 
de cambios estructurales, sino de la realización de 
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�	����
�������-
��+
�	�����#������
;�������	��������
���
�����-
nidad y caos en la administración de justicia, para lo 
cual se proponen las siguientes medidas:
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a) Se eliminan las reglas de competencia en rela-
ción con los jueces de control de garantías que mu-
�@���������������������
����
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cual reduce obstáculos y permite utilizar jueces de 
ejecución de penas de reacción inmediata para ope-
rar en cualquier parte del país.

b) Se crean términos para formular imputación 
de 1 año (como regla general) y 18 meses para los 
delitos de competencia del juez del circuito especia-
lizado y en los que participen al menos 3 personas, 
pues en la actualidad al no existir estos términos la 
mayoría de las indagaciones tardan en esta etapa 4 
o 5 años, lo cual ha creado una sensación de que no 
hay justicia en nuestro país.

c) Se aumentan los términos entre la formulación 
de imputación y la acusación de 30 a 60 días como 
regla general y 90 días para delitos de competencia 
del juez del circuito especializado y en los que par-
ticipen al menos 3 personas, de conformidad con la 
anterior medida.

d) Si bien el legislador al delimitar las horas para 
la ejecución de la orden de allanamiento y registro 
está protegiendo el derecho fundamental a la intimi-
dad, permite excepcionalmente en el mismo artículo 
la realización de los procedimientos por fuera del ho-
rario indicado, lo que resulta de poca aceptación en-
���������!���������������������	�����#��������;�����
y deja al real saber y entender de cada uno de ellos la 
posibilidad de ordenar el registro y allanamiento en 
horas de la noche. La experiencia nos ha demostra-
do que por la dinámica del delito, la Policía Judicial 
requiere que la orden de allanamiento y registro que 
tiene en su poder por un plazo no superior a 30 días 
se pueda hacer efectiva en cualquier momento de 
las 24 horas del día con la debida observancia de las 
formalidades que la Constitución Política y la Ley 
exigen.

La orden de allanamiento y registro se puede ha-
cer efectiva en cualquier momento de las 24 horas 
del día con la debida observancia de las formalidades 
que la Constitución Política y la Ley exigen.

e) Se eliminan los plazos de vigencia de las ór-
denes de captura, de seguimiento y de registro, pues 
los mismos no tienen fundamento constitucional y su 
prórroga implica pérdida de tiempo para la Fiscalía 
y la justicia. Respecto de las órdenes de seguimiento 
elimina la innecesaria autorización previa del Di-
rector Nacional o Seccional de Fiscalía y se permi-
te la utilización de cualquier medio técnico. Por su 
parte, el procedimiento actual del manejo de la in-
formación de las órdenes de captura es engorroso, 
está generando problemas de afectación de derechos 
fundamentales a los ciudadanos por cuanto existen 
múltiples sistemas de información, uno por cada or-
ganismo de policía y existe demora en los ingresos y 
cancelaciones de 30 días en promedio.

f) Se aumenta la vigencia de la orden de inter-
ceptación de comunicaciones de 3 a 6 meses. Esta 
medida se adopta porque de acuerdo a los organis-
mos de inteligencia para que una interceptación legal 
comience a dar resultados es necesario un proceso de 
varios meses, por lo cual muchas veces sus frutos se 
comienzan a presentar justo cuando se agota el plazo 
contemplado en la ley.

���]������
������#�����	����������+
�	�����"�-
grancia a eventos en los que el sujeto sea sorpren-
dido en la comisión de un delito por una cámara de 

video colocada en un sitio público y en el caso de 
que un individuo se encuentre en un vehículo en el 
cual se acaba de cometer un delito.

@��]���	���
������
�������
�����	��"����
-
cia, pues en la actualidad si se aceptan cargos se pue-
de acceder a la misma rebaja que cuando aquella no 
se presenta, lo cual es absurdo.

i) Se retoma la captura públicamente requerida, 
de acuerdo con la cual cualquiera podrá aprehender 
a la persona cuya captura haya sido públicamente re-
querida por autoridad competente.

j) Se mejora la regulación en torno a la protec-
ción de testigos, excluyendo la necesidad de revelar 
información sobre su domicilio o el de sus parientes, 
pues en la actualidad se viene solicitando, lo cual es 
absurdo en casos como el terrorismo, pues pone en 
peligro a los declarantes y por ello muchas personas 
���
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k) Se cambian los términos difusión o circular por 
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los Estatutos de la Organización Internacional de 
Policía Criminal INTERPOL. Igualmente, se amplía 
el término a cinco, para que la autoridad extranjera 
pueda presentar la nota verbal, teniendo en cuenta 
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de las diligencias por la vía diplomática.

I. Medidas en relación con la extinción del do-
minio 

La extinción del dominio es uno de los mecanis-
mos que ha contribuido en mayor medida a la lu-
cha contra la criminalidad organizada; sin embargo, 
la regulación de la Ley 793 de 2002 contempla una 
������	�����#������
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vechados por las grandes redes criminales para evitar 
que se materialicen las medidas legales.

En este aspecto, el principal problema que ha pre-
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cesos durante años, situación de la cual se aprove-
chan los grandes grupos criminales, por lo cual se ha 
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ciones, respetando las garantías de las personas que 
pueden ser afectadas por las medidas. 

Adicionalmente se han implementado medidas 
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����	���������	���^��
��+
�
	���	��
������������
	�������	��
�����	�
���	���
mismo y mejorando la práctica de pruebas. 

Por otro lado, se reglamenta la adjudicación de 
los terrenos baldíos, que están siendo utilizados para 
la resiembra entre otras actividades ilícitas. Adicio-
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rios de terrenos adjudicados por el Estado y se crea 
un protocolo de las actividades de investigación que 
�	���
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Por último, se da agilidad en el acceso a la in-
formación de las entidades públicas y privadas que 
sean objeto de requerimientos por parte de policía 
judicial.

a) Reformas en el Código de la Infancia y la 
Adolescencia

En Colombia se consagra un régimen penal de 
semiimputabilidad para los menores entre los 14 y 
los 18 años que no ha sido efectivo, pues sufre de 
defectos estructurales que favorecen la impunidad y 
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tan al menor infractor tener una reintegración ade-
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cuada, lo cual implica además que el menor no tiene 
la oportunidad de educarse a través del sistema, sino 
que simplemente se le priva de la libertad y luego 
sale a la sociedad con un grado aún menor de reinte-
gración y en muchos casos con mayor conocimiento 
de la delincuencia gracias al contacto con otros in-
fractores, tal como señala la teoría de la asociación 
diferencial. 

El objetivo de estas medidas no es de ningún 
modo restringir los derechos de los menores, sino 
por el contrario, mejorar el procedimiento de deter-
minación de las consecuencias jurídicas, evitar la 
impunidad y dotar a los menores de la oportunidad 
de reintegrarse a la sociedad luego de 5 años de cur-
sar un proceso de educación contando con la apro-
bación del Juez Penal de Menores y bajo concepto 
favorable del Defensor de Familia. Para lograr estas 
�
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a) Se permite que las sanciones impuestas en vir-
tud de la aplicación del Código de la Infancia y de la 
Adolescencia se apliquen hasta que se materialicen 
y no solo hasta que el sujeto cumpla 21 años, para 
evitar circunstancias absurdas en las cuales el menor 
terminaba cumpliendo sanciones por meses pese a 
haber cometido graves infracciones.

b) Se mejora el sistema de determinación de las 
sanciones aplicables a los menores utilizando como 
base el mínimo de la sanción aplicable al delito co-
metido, pues en la actualidad no existen criterios 
claros para señalar la privación de la libertad, sino 
simplemente hay unos topes máximos.

c) Se amplía el máximo de la privación de la li-
bertad a 12 años respecto de delitos de competen-
cia de los jueces penales del circuito especializado 
y siempre y cuando exista concepto favorable de un 
psicólogo que señale que el menor tenía la capacidad 
de comprender la ilicitud del hecho y de actuar con-
forme a dicha comprensión. 

d) Se permite que luego de haber cursado 5 años 
en un programa de educación, el Juez Penal de Me-
nores decida si extingue o no la sanción de acuerdo 
al grado de resocialización del menor previo concep-
to de un psicólogo y un trabajador social que laboren 
en una Defensoría de Familia.

e) En relación con esta normativa se reconoce que 
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lidad propia de las sanciones la cual es protectora, 
educativa y restaurativa, en consecuencia se sugiere 
que la amonestación vaya acompañada de imposi-
ción de reglas de conducta, de tal manera se comple-
menten y permitan adicionalmente la inclusión del 
adolescente a los cursos educativos. 

f) Se permite que los testimonios los adelanten 
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fensor.

g) Se permite que la Policía Nacional tenga atri-
buciones para sancionar determinadas contravencio-
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conductas contravencionales por parte de adolescen-
tes donde no proceden sanciones de tipo pecuniario, 
de acuerdo a lo establecido en el Código Nacional 
de Policía.

h) Reformas para la prevención del terrorismo
Se ha reconocido que algunas personas tienen 

un especial deber de control de eventos que pueden 
propiciar actos de terrorismo, dentro de los cuales se 
inicia con el interventor, teniendo en cuenta que la 
contratación pública ha sido desafortunadamente uti-
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armados. El objetivo es involucrar a muchos sujetos 
en la prevención del terrorismo para que con su ayu-
da sea más fácil contrarrestarlo:

a) Se establece una inhabilidad para el interven-
tor que no haya tomado las medidas necesarias para 
evitar que a través de los recursos del contrato que 
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b) Se establece un régimen sancionatorio espe-
cial para las personas jurídicas en aquellos eventos 
en los cuales las mismas presten colaboración en la 
comisión de delitos especialmente graves como el te-
rrorismo, el concierto para delinquir, la extorsión, el 
���������������#���	��	����������
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c) Se establece la obligación de las empresas de 
telefonía celular y satelital y proveedoras de servicios 
de internet a adoptar medidas de control apropiadas 
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licen los servicios que proveen como instrumento 
para la realización de actividades delictivas o en es-
tablecimientos penitenciarios y carcelarios.

d) Se establece que el personal de los servicios de 
vigilancia y seguridad privada que labore para una 
empresa vigilada por la Superintendencia de vigi-
lancia y seguridad privada tendrá la obligación de 
reportar inmediatamente a la policía nacional todos 
aquellos vehículos que se encuentren en la vía pú-
blica.

e) Se reconoce que todo establecimiento de co-
mercio deberá contar con un plan de prevención y 
actuación frente a actividades terroristas.
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con la colaboración de las entidades bancarias y de la 
Policía Nacional. En este sentido, las entidades ban-
carias deberán presentar a la Superintendencia Fi-
nanciera un protocolo de medidas para prevenir este 
fenómeno, dentro de las cuales se deberá establecer: 
el procedimiento para el registro de toda persona que 
ingrese a sus establecimientos con nombre, cédula 
de ciudadanía y motivo de ingreso; el procedimien-
to para solicitar a la Policía Nacional el acompaña-
miento del cliente en aquellos eventos en los cuales 
realice transacciones en efectivo que garantice que el 
mismo se realice de manera inmediata. 

En todo caso, todas estas medidas son preventi-
vas, ninguno de estos instrumentos implica que la 
ciudadanía participe en la represión del terrorismo, 
que corresponde exclusivamente al Estado.

El Ministro del Interior y de Justicia
Germán Vargas Lleras

El Ministro de Defensa Nacional
Rodrigo Rivera Salazar

El Fiscal General de la Nación (E)
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SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL 

(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 5 del mes de octubre del año 2010 se radicó 

en este Despacho el Proyecto de Ley número 164 con 
todos y cada uno de los requisitos constitucionales y 
legales, por el Ministro del Interior y Justicia, Minis-
tro de Defensa Nacional y el Fiscal General (E).

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 5 de octubre de 2010 
Señor Presidente: 
|
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to de Ley número 164 de 2010 Senado, por medio 
del cual se reforma el Código Penal, el Código de 
Procedimiento Penal, el Código de Infancia y Ado-
lescencia, las reglas sobre Extinción de Dominio y se 
dictan otras disposiciones en materia de seguridad, 
me permito pasar a su despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa que fue presentada en el día 
de hoy ante Secretaría General. La materia de que 
trata el mencionado proyecto de ley, es competencia 
de la Comisión Primera Constitucional Permanente, 
de conformidad con las disposiciones reglamentarias 
y de ley. 

El Secretario General (E),
Saúl Cruz Bonilla.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA 

Octubre 5 de 2010
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la re-
ferencia a la Comisión Primera Constitucional y en-
víese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 
�
�	�����������������	��
�������
���	
�������
�. 

Cúmplase. 
El Presidente del honorable Senado de la Repú-

blica,
Armando Benedetti Villaneda.

El Secretario General (E) del honorable Senado 
de la República,

Saúl Cruz Bonilla.
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 165 DE 2010 
SENADO
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de aptitud psicofísica para el porte y tenencia de  

armas de fuego y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Las personas naturales que sean vin-

culadas o que al momento de la entrada en vigencia 
de la presente ley estén vinculadas, a los servicios 
de vigilancia y seguridad privada (vigilantes y es-
coltas) y que deban portar o tener armas de fuego, 
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para el porte y tenencia de armas de fuego ante una 
institución especializada registradas de acuerdo con 
el Decreto 2858 de 2007.

{������
����	�����������	�	��������	������$�����
para el porte y tenencia de armas de fuego, expedido 
a las personas mencionadas en el presente artículo, 
tendrá una vigencia de un (1) año, el cual deberá re-
novarse cada año.

Artículo 2°. Cuando las personas jurídicas o per-
sonas naturales que presten el servicio de vigilancia 
y seguridad privada con vigilantes o escoltas que 
deba tener o portar armas de fuego; lo hagan sin que 
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titud psicofísica para el porte y tenencia de armas 
de fuego; serán sancionadas con multa de 5 a 100 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, la cual 
será impuesta por la Superintendencia de Vigilancia 
y Seguridad Privada; quien además vigilará, contro-
lará, adelantará las investigaciones administrativas.

Con el �
 de que la Superintendencia de Vigilan-
cia y Seguridad Privada pueda ejercer los controles 
y adelantar las actuaciones administrativas señaladas 
en esta ley; contará con el acceso a la base de datos 
	�� �����������	��	��������	������$������^��	�	��
por las Instituciones Especializadas registradas de 
acuerdo con el Decreto 2858 de 2007.

Para que exista certeza de los vigilantes y escoltas 
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física para el porte y tenencia de armas, los sistemas 
de las instituciones especializadas y el de la Superin-
tendencia de Vigilancia y Seguridad Privada estarán 
interconectados con el sistema del Departamento de 
Control de Comercio de Armas, Municiones y Ex-
plosivos. 

Artículo 3°. A partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley el Departamento de Control de Co-
mercio de Armas, Municiones y Explosivos, asumirá 
la competencia asignada a la Dirección General de 
Sanidad Militar –Subdirección de Servicios de Sa-
lud, Decreto 2858 del 27 de julio de 2007 

Artículo 4°. Sistema Integrado de Seguridad en 
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Establecer protocolos de seguridad para interactuar 
con el Departamento de Control de Comercio de Ar-
mas, Municiones y Explosivos y registrar los resul-
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cofísica realizados por las instituciones especializa-
das, se requiere la implementación de los siguientes 
elementos periféricos y de conectividad integrados:

1. Un canal de Internet banda ancha Corporativo.
'�� {�� �	�
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inicio de cada una de las evaluaciones médicas, el 
usuario y el profesional de la salud deben proceder a 
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diante la lectura biométrica de su huella al momento 
de expedir el examen médico.

3. La captura de información de las cédulas de 
ciudadanía con códigos bidimensionales se efectuará 
en cada institución especializada con lectores (pisto-
las) bidimensionales y de código de barras.
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5. La autenticación y validación de las huellas de 
los profesionales de la salud y los usuarios se hará a 
través de la conexión con el sistema de la Registra-
duría del Estado Civil

6. La captura de la foto del usuario a través de una 
cámara digital de 2.0 Megapixeles. 
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7. Autenticar y validar la huella del especialista 
que realiza cada una de las pruebas (Psicología, Fo-
noaudiología, Visiometría y Medicina) a través del 
Sistema Integrado de Seguridad. 

8. Autenticar y validar al usuario en cada prueba 
del examen con su huella a través del Sistema Inte-
grado de Seguridad.

9. Enviar los resultados de los exámenes al termi-
nar cada prueba desde el aplicativo de cada institu-
ción especializada a través de web Services.

10. La interacción de las Instituciones Especiali-
zadas y la plataforma del Departamento de Control 
de Comercio de Armas, Municiones y Explosivos se 
hará a través de una VPN (Red Privada Virtual).

En el caso de los lectores biométricos de huella 
que se utilizarán con el sistema integrado de seguri-
dad deben tener la tecnología LFD (Live Finger De-
tection–Lector de huella viva).

Los dispositivos y/o periféricos que use cada Ins-
titución Especializada deben actuar, procesar y en-
viar la información a través de un software con los 
niveles y estructuras de seguridad que permita garan-
tizar la presencia del usuario en la Institución Espe-
cializada, el reporte de la evaluación y el ��������	
�
de aptitud psicofísica desde el centro. 

De esta manera la plataforma tecnológica, tanto 
del Departamento de Control de Comercio de Armas, 
Municiones y Explosivos como de las instituciones 
especializadas, permitirá la transmisión y almacena-
miento de la información del proceso de evaluación 
psicofísica bajo todas las condiciones de seguridad 
informática.

Artículo 5°. Homologación. Los equipos y soft-
ware que se utilicen por parte de las instituciones 
especializadas deberán estar homologados ante el 
Departamento de Control de Comercio de Armas, 
Municiones y Explosivos; acreditando entre otros 
documentos la declaración de importación de equi-
����������������	��������������	��+�����
������k�-
cina Nacional de Derechos de Autor.

Igualmente, el Departamento de Control de Co-
mercio de Armas, Municiones y Explosivos validará 
y homologará el Sistema Integrado de Seguridad con 
parámetros y estándares de Seguridad a través de su 
personal técnico.

Parágrafo. |
� ��� �
� 	�� @�������� ��
�� ���
equipos como el software deberán obtener el reco-
nocimiento mediante el registro y/o solicitud presen-
tada y admitida para trámite de patente y/o modelo 
de utilidad ante la Superintendencia de Industria y 
Comercio.

Articulo 6°. Las Instituciones Especializadas re-
gistradas de acuerdo con el Decreto 2858 de 2007 
instalarán y mantendrán en funcionamiento los equi-
pos y tecnologías necesarias para el acceso al siste-
ma y la base de datos por parte de las seccionales 
del departamento de Control de Comercio de Armas, 
Municiones y Explosivos y la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada.

Articulo 7°. Vigencia. La presente Ley rige a par-
tir de su publicación en el ������������� y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

Atentamente,
Armando Benedetti Villaneda,

Senador de la República.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
{�����
��+
�	�����������	�	��������	������$�����

para el porte y tenencia de armas de fuego, ha tenido 
el siguiente desarrollo legal:

El artículo 33 del Decreto 2535 de 1993 exigía 
��� |�������	� �<	��� 	�� ������	� ����$����� ����� ���
uso de armas de fuego, artículo que fue reglamenta-
do por el artículo 8° del Decreto 1809 de 1994 aún 
vigente; el cual en el parágrafo señala: ��!�
"�#�
�
	
��
������	��$%	����	
��"����	�"���&����'����"
�-
�����	
�������
����	
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&
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�(���������
�
)�����������������*.

Es decir que a las únicas personas naturales que 
portaran o tuvieran bajo su tenencia armas de fuego 
����
���������^��$�������������	��<	���	��������	�
sicofísica para el uso de armas, era al personal mili-
tar y de policía, dentro del mencionado régimen de 
excepciones no se encuentra el personal que porta el 
armamento, y que pertenecen al servicio vigilancia o 
seguridad privada.

������$����%%�	�����{���%%%~�	��'**��������	��-
ca el artículo 33 del Decreto 2535 de 1993, actualizó 
����������+������������������	���
����������������
la presentación de la solicitud de permiso para tenen-
cia y porte de armas de fuego, manteniendo la regla-
mentación anterior como uno de los requisitos para 
������������
�
����	��������	������������������	�
médico de aptitud sicofísica para el uso de armas.

En ese mismo sentido el mencionado artículo 11 
de la Ley 1119 de 2006, dentro de los requisitos que 
se debe acreditar para obtener el permiso para porte 
de armas de fuego, señalados para servicios de vigi-
lancia, estableció ����+��
	���������
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Es decir la Ley 1119 de 2006 mantiene vigente lo 
reglamentado por el Decreto 1809 de 1994, lo que 
���
����� ���� ���� �
����� ����
��� �^������	��� 	���
��������	��<	���	��������	�����$����������������
de armas es el personal militar y de policía.

La Ley 1119 de 2006, Decreto 2858 de 2007, 
Decreto 4675 de 2007, Resolución número 2982 de 
2007 (Ministerio de Defensa Nacional); regulan los 
requerimientos tecnológicos, informáticos, jurídicos 
y de salud que deben reunir las empresas que pre-
tendan el registro como instituciones especializadas; 
además de señalar el procedimiento y las evaluacio-
nes que se deben practicar para la expedición del cer-
�����	�	��������	������$����������������������
�
����
de armas.

El Decreto 2858 de 2007, incluía como obligato-
rio en el artículo 1° que el personal de vigilantes y 
escoltas que hacen parte del servicio de vigilancia y 
seguridad privada obtenga para los mismos efectos 
	������������
�
����	��������	������������������	�
de aptitud psicofísica; pero posteriormente mediante 
�������&*Q�	��'**�����	��
��� ����	������+
�	��
los artículos 1° y 3° del Decreto 2858 de 2007, ex-
cluye de tal deber al personal de escoltas y vigilantes 
privados.

]��
	�����
���	�	�	�����������	�	��������	������$-
sica, que aquellas personas civiles que porten o tengan 
armas de fuego se encuentran en condiciones menta-
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les y físicas para dicho efecto; por lo que no existe un 
criterio diferenciador, para excluir de la obtención de 
	��@���������	��������
�������������@����������	�����
servicios de vigilancia y seguridad privada. 

Y es precisamente que aplicando el juicio o test de 
igualdad estructurado por la Corte Constitucional en 
su jurisprudencia, se observa que la falta de exigen-
cia expresa por parte del legislador a los vigilantes y 
��������	�����
��������������	�	��������	������$-
sica, constituye una clara omisión o silencio, mas no 
un criterio constitucional de diferenciación con las 
demás personas civiles para quienes es obligatorio.

De esta manera se establece en el proyecto la exi-
��
����	�����������	�	��������	������$����������������-
sonal vinculado a los servicios de vigilancia y seguri-
dad privada que deban portar o tener armas de fuego

El Decreto 2858 de 2007, en el artículo 11, se-
ñala que la inscripción en registro de las Institucio-
nes Especializadas se efectuará ante el Ministerio 
de Defensa Nacional-Dirección General de Sanidad 
Militar-Subdirección de Servicios de Salud.

El artículo 17 del citado decreto indica que la vi-
gilancia y control de los procedimientos que adelan-
��
����\
�������
��������������	����
��������������+
�
de aptitud psicofísica para la tenencia y el porte de 
armas de fuego, corresponderá al Ministerio de De-
fensa Nacional-Dirección General de Sanidad Mili-
tar-Subdirección de Servicios de Salud.

Se hace necesario fortalecer la seguridad en el 
������	������������+
�	�����������	������$����������
el porte y tenencia de armas, como también en el 
proceso de expedición del permiso para el porte y 
tenencia de armas de fuego.

Por lo tanto, el propósito además de lo anterior es 
de mantener vigente para cualquier persona el certi-
���	�	��������	������$�����������������������-
tener el permiso para el porte y tenencia de armas de 
fuego; es involucrar a que el personal de vigilantes 
y escoltas que hacen parte del servicio de vigilancia 
y seguridad privada obtenga para los mismos efectos 
	������������
�
����	��������	������������������	�
de aptitud psicofísica.

Con el propósito de proteger derechos constitu-
cionales como la vida e integridad de las personas, 
espíritu evidente del legislador en la Ley 1119 de 
2006, se hace necesario reglamentar la expedición 
	�����������	�	��������	������$��������������������
tenencia de armas de fuego para quienes presten el 
servicio de vigilancia y seguridad privada; y estable-
cer los requisitos técnicos, tecnológicos y de proce-
	����
����������	����������	�������������	��	��
aptitud psicofísica para el porte y tenencia de armas 
���������	�������
�������
��������������	����������-
cación de los mismos por parte del Departamento de 
Control, Comercio de Armas, Municiones y Explosi-
vos y sus Seccionales.

Es necesario adoptar los requerimientos normati-
����
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vinculados o que se vinculen a las personas jurídi-
cas y/o personas naturales que presten el servicio de 
vigilancia y seguridad privada; se realicen la evalua-
ción psicofísica para el porte y tenencia de armas de 
fuego en las instituciones especializadas registradas 
de acuerdo con el Decreto 2858 de 2007.

A consideración de los Senadores y Representan-
tes a la Cámara,

Atentamente,
Armando Benedetti Villaneda,

Senador de la República.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 5 del mes de octubre del año 2010 se radicó 

en este Despacho el Proyecto de ley número 165 con 
todos y cada uno de los requisitos constitucionales y 
legales, por el honorable Senador Armando Benedet-
ti Villaneda.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 5 de octubre de 2010 
Señor Presidente: 
|
�����
�	�������������	����������������`������

de Ley número 165 de 2010 Senado, por medio de 
��������
�����
�
����
���
������	��	
�������	�����-
física para el porte y tenencia de armas de fuego y 
se dictan otras disposiciones, me permito pasar a su 
despacho el expediente de la mencionada iniciativa 
que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría 
General. La materia de que trata el mencionado pro-
yecto de ley, es competencia de la Comisión Segun-
da Constitucional Permanente, de conformidad con 
las disposiciones reglamentarias y de ley. 

El Secretario General (E),
Saúl Cruz Bonilla

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Octubre 5 de 2010 
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la re-
ferencia a la Comisión Segunda Constitucional y en-
víese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 
�
�	�����������������	��
�������
���	
�������
�. 

Cúmplase. 
El Presidente del honorable Senado de la Repú-

blica,
Armando Benedetti Villaneda.

El Secretario General (E) del honorable Senado 
de la República,

Saúl Cruz Bonilla.
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